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La construcción del Estado Plurina-
cional abrió un horizonte histórico 
para el reconocimiento de los dere-
chos colectivos de los pueblos indí-
genas y para el ejercicio de la auto-
nomía como expresión concreta de 
la libre determinación. Sin embargo, 
ese proceso no puede considerarse 
pleno mientras persistan formas de 
violencia, exclusión y discriminación 
que afectan de manera particular a 
las mujeres indígenas, limitando el 
ejercicio efectivo de sus derechos in-
dividuales y colectivos. El desafío de 
construir autonomías con justicia im-
plica también construir autonomías 
comprometidas con la igualdad, la 
dignidad y una vida libre de violen-
cias.

Este libro surge precisamente de 
esa preocupación. A través de una 
investigación participativa desarro-
llada en los Gobiernos Autónomos 
Indígena Originario Campesinos de 
Charagua Iyambae, Kereimba Iyaam-
bae, Huacaya y el Territorio Indígena 
Multiétnico, se analizan las posibili-
dades, tensiones y desafíos que plan-

Presentación 

tea la implementación de la Ley N.º 
348 en contextos donde conviven la 
justicia ordinaria y la Jurisdicción In-
dígena Originaria Campesina. El es-
tudio recoge las voces, experiencias, 
reflexiones y propuestas de mujeres 
indígenas, lideresas, autoridades y 
organizaciones territoriales que, des-
de sus propias realidades, interpelan 
tanto al Estado como a las estructu-
ras comunitarias para avanzar hacia 
formas más efectivas de protección 
de derechos.

Los hallazgos presentados muestran 
que la violencia contra las mujeres 
indígenas no puede entenderse úni-
camente como un problema indivi-
dual o familiar. Se trata de una pro-
blemática profundamente vinculada 
a condiciones de exclusión histórica, 
desigualdades estructurales, racismo, 
barreras de acceso a servicios bási-
cos y limitaciones institucionales que 
afectan la vida cotidiana en los terri-
torios indígenas. Al mismo tiempo, la 
investigación evidencia la capacidad 
de las mujeres para impulsar pro-
puestas de transformación desde sus 



Autonomía, justicia y derechos: 
Mujeres indígenas de las tierras bajas de Bolivia y la implementación de la Ley 348 en los 
Gobiernos Autónomos Indígenas 

2

propias organizaciones, fortaleciendo 
la prevención, la participación políti-
ca, la justicia intercultural y la cons-
trucción de normativas autonómicas 
con enfoque de derechos. 

Desde el CEJIS consideramos que 
este trabajo aporta elementos funda-
mentales para el debate sobre el plu-
ralismo jurídico, la autonomía indíge-
na y los derechos de las mujeres en 
Bolivia. Más allá de identificar proble-
mas, el documento recupera expe-
riencias y propuestas concretas para 
fortalecer la articulación entre los sis-
temas de justicia, mejorar la respues-
ta institucional frente a las violencias 
y consolidar procesos autonómicos 

que tengan como eje central el cui-
dado de la vida y la protección de los 
derechos humanos. 

Esperamos que estas páginas contri-
buyan a enriquecer la reflexión públi-
ca, fortalecer el trabajo de las orga-
nizaciones indígenas y de mujeres, y 
aportar a la construcción de políticas 
y normas que reconozcan la diversi-
dad cultural del país sin renunciar a la 
defensa irrestricta de los derechos de 
las mujeres. Porque la autonomía, la 
justicia y la igualdad no son caminos 
paralelos: son pilares inseparables de 
un proyecto democrático verdadera-
mente intercultural y despatriarcali-
zado.

Miguel Vargas Delgado 
Director Ejecutivo
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Introducción

La presente investigación explorato-
ria y cualitativa aborda la compleja 
relación entre la consolidación de 
los Gobiernos Autonómicos Indígena 
Originario Campesinos (GAIOC) en 
las tierras bajas de Bolivia y el acceso 
a la justicia para las mujeres indíge-
nas, en el marco de la Ley 348 para 
Garantizar a las Mujeres una Vida Li-
bre de Violencia.

El estudio se centra en los cuatro es-
pacios autonómicos existentes en la 
actualidad en las tierras bajas de Bo-
livia (Charagua Iyambae, Kereimba 
Iyaambae, Huacaya y Territorio Indí-
gena Multiétnico) y busca identificar 
los grados de postergación, las for-
mas de violencia (directa, estructural 
y cultural) y las estrategias de reso-
lución (interlegalidad, justicia propia 
u ordinaria) que se utilizan en estos 
territorios.

Las mujeres indígenas experimentan 
una vulnerabilidad compleja, resulta-
do de la superposición de opresiones 
por género, etnia y clase, y enfrentan 
violencia directa (física, feminicidio), 
violencia estructural (exclusión eco-

nómica, falta de servicios, despojo te-
rritorial) y violencia cultural (machis-
mo, racismo).

Si bien los estatutos de los GAIOC 
considerados incluyen disposiciones 
explícitas sobre la paridad de géne-
ro y la lucha contra la violencia, sen-
tando un precedente relevante para 
la resolución de conflictos, aún hay 
nudos problemáticos y obstáculos en 
la ruta de la justicia, vinculados a la 
ausencia e inaccesibilidad estatal, los 
límites de la Justicia Indígena Origi-
nario Campesina (JIOC) y la falta de 
coordinación con la justicia ordinaria, 
la violencia política y el machismo.

En suma, el desafío clave para los 
GAIOC es cómo ejercer su autonomía 
para construir respuestas cultural-
mente pertinentes contra la violencia 
que describen las mujeres de los pue-
blos indígenas incluidos en la inves-
tigación. Respuestas que superen la 
cultura machista e interpelen la vio-
lencia estructural, logrando la articu-
lación eficaz entre la justicia propia y 
la estatal para la protección irrestric-
ta de los derechos de las mujeres.
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En el contexto boliviano, el reco-
nocimiento y la ampliación de los 
derechos de los pueblos indígenas 
durante las últimas dos décadas ha 
configurado un proceso de transfor-
mación palpable en las concepciones 
sociopolíticas, pero también en la es-
tructuración estatal. 

De hecho, la Constitución Política del 
Estado de 2009, al establecer que Bo-
livia se funda en la pluralidad y el plu-
ralismo político, económico, jurídico, 
cultural y lingüístico, en el marco de 
un proyecto integrador que, busca-
ba fortalecer la cohesión nacional, 
puso en el horizonte referencial dis-
cursivo de la democracia la cuestión 
de la autonomía, su reconocimiento 
y operativización como una cuestión 
sustancial.

En este contexto, las autonomías in-
dígenas no solo representan un me-
canismo de descentralización po-
lítica, sino también un aporte a la 
consolidación de un sistema demo-
crático plural e intercultural, en el 
que las normas estatales coexisten 
en tensión con las normas propias de 

las comunidades, pero a la vez estas 
últimas son pasadas por alto, despla-
zadas del ámbito judicial o ignoradas 
en su potencial emancipador.

Lo anterior es un tema clave a la hora 
de plantear la situación del pluralis-
mo jurídico en Bolivia, principalmen-
te porque destaca la brecha entre el 
reconocimiento constitucional de las 
dinámicas sociopolíticas y culturales 
que se registran en la vida cotidiana 
en los territorios indígenas y la prác-
tica judicial.

Así, aunque la Constitución establece 
que ambas jurisdicciones tienen igual 
jerarquía, en la práctica existe una 
relación de subordinación técnica y 
política. El problema básico es la per-
sistencia de una visión jerárquica del 
derecho que asigna al Estado bolivia-
no (en temas penales, por ejemplo) 
mayor competencia que a la justicia 
indígena ante cualquier conflicto de 
cierta complejidad. Con ello se igno-
ra que la justicia indígena no solo re-
suelve disputas, sino que es también 
un elemento que restaura el tejido 
social. 

Problematización
Primera parte
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1 Constitución Política del Estado [CPE], 2009, art. 8, parágrafo II (Bolivia).
2 Desde 2010, varias instancias de la sociedad civil organizada han acompañado los procesos 

de consolidación de las AIOC, brindando apoyo técnico, legal y político, también en mate-
ria de igualdad de género. El propósito principal era contribuir a traducir la Constitución en 
normas básicas de autogobierno, hecho consolidado en los estatutos vigentes de Charagua, 
Raqaypampa y Uru Chipaya, entre otros (Vargas, 2026; Colque, 2015; CEJIS, 2018; Tamburini, 
2010).

3 Para conocer mejor la temática, se puede ver los trabajos de Soruco, Plata y Medeiros (2008), 
Colque y Ticona (2012), Chivi (2010), Cisneros (2014) y Sánchez (2015).

Ahora bien, en los últimos años, con 
el desarrollo de un modelo social 
que puso como bandera la noción 
del “vivir bien”, rescatando, entre 
otros, los principios de igualdad de 
oportunidades, equidad social y de 
género, justicia social y redistribución 
de bienes1, las reivindicaciones de las 
mujeres se han venido cruzando con 
las de carácter étnico cultural de los 
pueblos indígenas. Esto sucede sobre 
todo porque ambas refieren a grupos 
sociales marginados que, al deman-
dar el reconocimiento de derechos 
específicos, apuntan a modificar las 
dinámicas de participación y repre-
sentación política vigentes.

Con ello, autonomía y paridad se han 
ido transformando simultáneamente 
en conceptos que afectan los tras-
fondos simbólicos referenciales de 
la democracia plural e intercultural, 
ampliando los márgenes de inclusión 
y equidad en la vida pública porque 
promueven avanzar hacia un modelo 
político que reconoce la diversidad 
cultural y de género como pilares de 
su institucionalidad.

Ahora bien, mientras que el recono-
cimiento del derecho de los pueblos 
indígena originario campesinos a 

conformar sus gobiernos autónomos 
ha implicado la elaboración y apro-
bación de estatutos como norma 
máxima que regula sus dinámicas de 
autogobierno, la elaboración de un 
nuevo marco normativo orientado a 
cuestionar las relaciones de género 
excluyentes y violentas en el país no 
siempre ha integrado una visión re-
cogida de la cotidianidad particular 
o propia de las mujeres indígenas de 
tierras altas y de tierras bajas, en su 
diversidad2.

Si bien en los procesos de aproba-
ción de los estatutos autonómicos 
indígenas, impulsados en las últimas 
décadas, los hombres y las mujeres 
han asumido el desafío de sumar 
fuerzas para defender su identidad 
colectiva, sus territorios y el derecho 
al autogobierno, aun así, han que-
dado pendientes temas esenciales. 
Por ejemplo, en el caso de las muje-
res indígenas de tierras bajas, se ha 
abordado poco la posibilidad que 
ellas tienen de consolidar sus dere-
chos territoriales, ejercer liderazgos 
y autonomía, y alcanzar condiciones 
efectivas de igualdad en marcos orgá-
nicos de actuación atravesados por la 
persistencia de una cultura machista 
que limita su participación plena3.  
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Esto ha supuesto también cuestionar 
qué significa para las mujeres de los 
territorios indígenas tener la autono-
mía y contar con un gobierno propio 
al cual poder sumarse, viendo el peso 
que ambas cuestiones tienen en su 
propio proyecto de vida personal y co-
lectivo, ligado al ejercicio de derechos, 
a la consolidación de autonomías y a 
la protección, habitabilidad y aprove-
chamiento sustentable de los territo-
rios en los que se encuentran. Más aún 
en contextos globales, nacionales y 
locales inciertos, en los que se registra 
un incremento de lógicas de violencia, 
ligado al expansionismo mercantil, al 
avasallamiento y al extractivismo4. 

Es en torno a esta última interrogante 
que se articula la presente investiga-
ción, que nace con la idea de explorar: 

i)	 cuáles son los grados de poster-
gación y de exclusión vividos por 
las mujeres en materia de acceso a 
derechos en los territorios de cua-
tro autonomías indígenas consoli-
dadas en tierras bajas, los GAIOC 
de Charagua Iyambae y Kereimba 
Iyaambae (Santa Cruz), Huacaya 
(Chuquisaca) y del Territorio Indí-
gena Multiétnico (Beni); 

ii)	 qué formas de violencia están pre-
sentes en estos territorios y cómo 
es posible hallar medidas de re-
solución que integren estrategias 
jurídicas propias, ordinarias o de 
interlegalidad, considerando los 

avances en el marco de los de-
rechos humanos con enfoque en 
género y mujeres desde 2013 en el 
país; 

iii)	y cómo es posible encontrar pau-
tas de avance en materia de abor-
daje de las violencias desde pro-
puestas propias, en cada territorio 
autonómico, haciendo uso de las 
potencialidades de los gobiernos 
conformados, que incluso pueden 
representar buenas prácticas de 
aplicación de las mismas leyes na-
cionales referidas a la lucha con-
tra la violencia promovidas por 
los movimientos de mujeres y que 
pueden retroalimentarse de mo-
dalidades interculturales útiles y 
efectivas. 

Si bien los procesos de apoyo genera-
dos para el fortalecimiento de las Au-
tonomías Indígena Originario Cam-
pesinas (AIOC) en las tierras bajas de 
Bolivia constituyen un mecanismo 
para garantizar el respeto de los de-
rechos humanos, la justicia social y 
así promover el bienestar común, no 
hay que perder de vista que la rela-
ción entre el acceso a las autonomías, 
los servicios básicos y el resguardo de 
los derechos de las mujeres se pre-
senta como compleja. Especialmente 
en los casos en que la justicia ordina-
ria se cruza con la justicia indígena, 
generando tensiones que requieren 
soluciones interculturales y equitati-
vas5. 

4 El nexo entre las dinámicas extractivas y la vulneración de los derechos de las mujeres de los 
territorios indígenas está recogido en Becerra (2025) y Miranda (2024). 

5 Ver Sieder (2002) y Pascual (2005).
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Mapa 1. Gobierno Autónomos Indígena Originario Campesinos en los que se desarrolló el estudio

GAIOC ANALIZADOS 
EN EL ESTUDIO



Autonomía, justicia y derechos: 
Mujeres indígenas de las tierras bajas de Bolivia y la implementación de la Ley 348 en 

los Gobiernos Autónomos Indígenas 
9

Este escenario genera tensiones irre-
sueltas que sacan a la luz elementos 
no considerados al momento de re-
dactar los estatutos y que pueden 
comenzar a problematizarse recu-
rriendo a la posibilidad constitucio-
nal de que los GAIOC generen sus 
propias normas locales. Algunas de 
las preguntas que aún están sin resol-
ver son las siguientes: ¿cómo lograr la 
convivencia entre normas propias y 
normas estatales?; ¿de qué manera se 
deben manejar los casos de carácter 
penal y las acciones comunales, sin 
generar o exacerbar conflictos que 
dañen la convivencia pero sin caer 
en la impunidad?; ¿cómo garantizar 
la provisión de servicios básicos y la 
asignación presupuestaria suficiente 
para atender las demandas de de-
rechos esenciales desde los GAIOC 
desde un enfoque de desarrollo mul-
tidimensional?

En síntesis, en este diagnóstico se 
busca explorar —desde un enfoque 
cualitativo que recoge las percepcio-
nes de lideresas de organizaciones 
mixtas y de mujeres de tierras bajas, 

de mujeres de base, de comunida-
des y de autoridades de los GAIOC 
y de instancias representativas de 
las autonomías indígenas a nivel na-
cional6— las posibilidades reales de 
acceso a la justicia y al derecho a vi-
vir una vida libre de violencia. Este 
análisis parte de reconocer que las 
violencias contra las mujeres consti-
tuyen una problemática estructural 
que atraviesa los ámbitos cotidiano, 
familiar, comunal, organizativo, social 
y político.

Para esta tarea se analizarán las ten-
siones referentes a vacíos institucio-
nales, la reproducción de dinámicas 
de postergación, la limitación de re-
cursos y la necesidad de cambio de 
normas sociales y culturales que pue-
den activarse desde la comprensión 
compleja de lo que implica tanto el 
”vivir bien”, la violencia estructural y 
los procesos de empoderamiento co-
lectivo y cultural que podrían darse 
en el marco de una democracia co-
munitaria, lo que incluye la perspec-
tiva de cuidado de la vida que posi-
cionan las mujeres indígenas7. 

6 La principal instancia en este caso es la Coordinadora Nacional de Autonomías Indígena Origi-
nario Campesinas (CONAIOC), creada en 2010 que cuenta con convenios marco de coopera-
ción con órganos del Estado, como el Tribunal Supremo Electoral, con el fin de implementar 
las AIOC como parte del sistema democrático boliviano.  

7 En el marco de los dos encuentros sostenidos en 2025 con mujeres indígenas de tierras bajas, 
para conocer el estado de situación de sus derechos y los niveles de conocimiento e imple-
mentación de la Ley 348, se pudo abordar también el modo en que ellas perciben las dinámi-
cas de violencia que requieren problematizarse en el marco de las atribuciones de los GAIOC 
constituidos. El cuidado de la vida se asocia, en estos casos, a la necesidad de denunciar la vio-
lencia como elemento que vulnera el tejido social comunal, pero también implica ver cómo 
las organizaciones de mujeres de los territorios (en el TIM) o las lideresas históricas o nuevas 
(en el caso del Chaco) perciben y denuncian problemáticas vinculadas a la gestión del agua, las 
sequías y la contaminación del agua debido a la explotación petrolera y de gas en sus espacios 
vitales.  
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Perspectivas de 
lectura: objetivos, 
marco conceptual y 
metodológico

Objetivos

Con el fin de diagnosticar situaciones 
problemáticas, conocer cómo se las 
encara y definir e implementar las ac-
ciones necesarias para el cambio, se 
ha establecido como objetivo general 
de este estudio sistematizar el estado 
de situación de la aplicación de la Ley 
348 en cuatro GAIOC de tierras bajas: 
Charagua Iyambae, Kereimba Iyaam-
bae, Huacaya y el TIM, mediante un 
proceso participativo de diagnósti-
co y reflexión colectiva, para diseñar 
estrategias de implementación que 
articulen la justicia estatal con los 
sistemas propios de justicia y las ne-
cesidades territoriales de las mujeres 
indígenas.

En esa línea, los objetivos específi-
cos se han orientado a: i) obtener un 
diagnóstico que ayude a identificar el 
nivel de socialización, conocimiento 
y apropiación de la Ley 348 por par-
te de las mujeres y autoridades de los 
cuatro GAIOC; ii) analizar el estado 
de aplicabilidad de la norma, tenien-
do presente las barreras lingüísticas, 
geográficas y epistémicas que la li-
mitan en los territorios indígenas de 
tierras bajas; iii) generar espacios de 
deliberación colectiva para debatir, 
desde la perspectiva de las propias 
mujeres indígenas, la articulación en-

tre la justicia ordinaria (Ley 348) y la 
Jurisdicción Indígena Originaria Cam-
pesina (JIOC) en casos de violencia 
de género; y iv) sistematizar las ex-
periencias y reflexiones locales para 
construir una ruta estratégica de in-
cidencia y políticas públicas intercul-
turales que fortalezcan el derecho a 
una vida libre de violencia desde los 
propios GAIOC.

En ese marco, las principales pregun-
tas que han guiado el trabajo de cam-
po y la recolección de datos prima-
rios se han estructurado sobre cuatro 
campos:

•	 El conocimiento: ¿Cómo se ha tra-
ducido y socializado el conteni-
do de la Ley 348 en los idiomas y 
contextos culturales de las cuatro 
GAIOC? 

•	 La apropiación: ¿En qué medida 
las mujeres indígenas perciben la 
Ley 348 como una herramienta de 
protección propia o como una im-
posición externa y burocrática?

•	 La aplicación: ¿Qué mecanismos de 
coordinación existen actualmente 
entre las autoridades indígenas y 
los servicios estatales (Servicios le-
gales Integrales o SLIM, Policía, Fis-
calía) para la atención de casos de 
violencia en territorios de tierras 
bajas?

•	 El cambio esperado: ¿Cuáles son 
las propuestas normativas o proce-
dimentales que las propias comu-
nidades sugieren para que la justi-
cia sea culturalmente adecuada y 
territorialmente accesible, sobre 
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todo cuando refiere a la resolución 
de situaciones de violencia basada 
en género?8

Lente analítico-
conceptual

Abordar la problemática del derecho 
de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia, poniendo énfasis especial en 
las mujeres indígenas, insta, desde un 
lente de análisis feminista, a incluir 
una perspectiva necesariamente in-
terseccional.  Es decir, desde una re-
flexión que requiere vincular simul-
táneamente las categorías de género, 
etnia y clase como elementos que 
aparecen en la producción de vulne-
rabilidades. 

Desde esta perspectiva, las muje-
res indígenas, en tanto grupo social 
que ha vivido dinámicas históricas 
de dominio colonial, patriarcal y de 
explotación capitalista, son sujetas 
sociales que encarnan una vulnerabi-
lidad acumulada, resultado de la su-

perposición de múltiples factores de 
opresión (Carneiro, 2002). Entre estos 
destacan la desigualdad de oportuni-
dades y la discriminación étnica y cul-
tural, ligados a prácticas de despojo 
territorial, extractivismo y posterga-
ción de acceso a servicios fundamen-
tales ligados al reconocimiento de 
derechos9.

Estas opresiones, en la práctica, no 
actúan separadamente, sino que se 
entrecruzan y generan situaciones 
de vulnerabilidad aún más extrema, 
como la violencia contra las mujeres 
indígenas que se manifiesta vincula-
da a la desestructuración de sus co-
munidades, la invasión de sus territo-
rios, la explotación por hombres no 
indígenas que ejercen además una 
violencia racializada10 y la reproduc-
ción de violencias en las esferas do-
méstico-comunitarias.

A ello se suman las barreras lingüís-
ticas, la distancia geográfica y la 
desconfianza hacia el Estado que 
muestran condiciones de violencia 

8 El diseño de estos objetivos responde a una epistemología del sur en la que la investigación no 
solo busca extraer datos, sino producir conocimiento para la acción política. Como señala Lin-
da Tuhiwai Smith (2016), investigar desde y para los pueblos indígenas implica que el proceso 
mismo de conocimiento sea un acto de descolonización y fortalecimiento de la autonomía.

9 Desde un enfoque situado, al pensar en los PIOC de Bolivia, vincular la marginación estructu-
ral, el despojo territorial y el impacto de los modelos extractivos con la opresión como ausen-
cia de justicia social requiere tener en cuenta varios enfoques interpretativos. Estos pueden 
abarcar desde interpretaciones que analizan la raíz histórica de la desigualdad y la “violencia 
encubierta” como un entramado (Rivera Cusicanqui, 2010); las que examinan la fragilidad de 
los PIOC de tierras bajas viendo su marginalidad como un etnocidio (Díez Astete, 2015); los 
análisis que asocian el poder como dominio poniendo el lente en el avance de proyectos 
extractivos (Gudynas, 2020); o los enfoques que privilegian una visión integral que vincula los 
derechos territoriales y la brecha entre la ley y la realidad (Albó, 2009).

10 Quiroz, Uriona y Ricaldoni (2023) analizan el entrelazamiento de cuerpo y territorio frente a 
las violencias.
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estructural —caracterizada por invi-
sibilidad social y legal de las deman-
das de las mujeres indígenas, quienes 
son silenciadas en sus propios movi-
mientos orgánicos e ignoradas por los 
movimientos de mujeres y feministas 
urbanos, que ponen el lente en otros 
procesos reivindicatorios.

De hecho, la perspectiva interseccio-
nal no solo visibiliza las desigualda-
des, sino que plantea la necesidad 
de mecanismos de articulación in-
tercultural que reconozcan tanto las 
vulnerabilidades acumuladas como 
el valor de las prácticas culturales de 
reparación propias de los pueblos 
indígenas. Así es posible mostrar las 
realidades de existencias silenciadas, 
exigiendo que las políticas de lucha 
contra las violencias y de promoción 
de derechos humanos consideren las 
particularidades culturales y sociales 
para no perpetuar la exclusión (Car-
neiro, 2022; y Viveros, 2023).

En ese marco, la violencia ejercida 
contra las mujeres indígenas debe 
concebirse desde una óptica analíti-
ca mucho más amplia que la que se 
circunscribe al género, debido a que 
engloba varios elementos de fondo, 
como ser: 

a.	 El racismo estructural y el 
acceso a la justicia

El acceso de las mujeres indígenas a 
la justicia ordinaria está condiciona-
do por un racismo estructural here-
dado desde la colonia, que obliga a 
conceptualizar la justicia desde una 
perspectiva intercultural y decolo-
nial, entendida no como una estruc-
tura burocrática de sanción, sino 
como una “justicia de reconocimien-
to” (Fraser, 2008).  

Esta definición implica que el acto 
de justicia es incompleto si ignora 
los marcos simbólicos y lingüísticos 
de quienes acuden a ella, perpetuan-
do una exclusión que Young (2000) 
define como imperialismo cultural: la 
universalización de la cultura de un 
grupo dominante como la norma11.

La justicia, en este contexto, no debe 
entenderse como la mera aplicación 
de normas estatales preestablecidas, 
sino como un proceso de restitución 
del equilibrio comunitario y dignidad 
personal, basado en el reconocimien-
to de la equivalencia epistémica en-
tre sistemas jurídicos. Ello trasciende 
la legalidad formal para constituirse 
como una práctica de “reconocimien-
to del otro”, donde el idioma, la cos-

11 Ver Fraser (2008) y Young, I. M. (2000). En el contexto boliviano, esta “universalización de la 
norma dominante” y el carácter incompleto de la justicia estatal ante los marcos simbólicos 
indígenas han sido analizados por Rivera Cusicanqui (2010) y Sieder (2002), donde se argu-
menta que la justicia decolonial requiere una “traducción intercultural” de los derechos que 
rompa con la herencia colonial del sistema jurídico ordinario.



Autonomía, justicia y derechos: 
Mujeres indígenas de las tierras bajas de Bolivia y la implementación de la Ley 348 en 

los Gobiernos Autónomos Indígenas 
13

movisión y el territorio son elemen-
tos constitutivos del acto de juzgar y 
subsanar, superando así la herencia 
colonial que reduce lo indígena a un 
campo subordinado12. En ese marco, 
la justicia estatal se percibe como im-
puesta o ajena.

En suma, esta situación reproduce 
dinámicas de exclusión y discrimi-
nación que limitan el ejercicio pleno 
de los derechos de las mujeres indí-
genas, reforzando la necesidad de un 
sistema de justicia intercultural que 
supere las barreras históricas, que ig-
noran sus modos de interactuar con 
la vulneración de derechos y con las 
esferas de servicios. Y que no tienen 
un abordaje cercano a la reivindica-
ción de sus formas culturales conoci-
das y propias. 

b.	 El entrecruzamiento de 
formas de violencia directa, 
estructural y cultural

Si bien no hay que perder de vista 
que la violencia contra las mujeres es 
un fenómeno que encierra una par-
ticularidad importante —vinculada 
a las relaciones de poder como con-
trol y dominio y a la imposición de 
un paradigma cultural de explotación 
mercantil y capitalista que organi-

za el sistema mundo bajo premisas 
competitivas, duales y opresivas—, 
en el caso de las mujeres indígenas 
es importante recurrir al uso de una 
tipología analítica triangular de la 
violencia que resulta útil para anali-
zar sus condiciones de postergación y 
vulnerabilidad13. 

La misma refiere a la existencia de un 
conjunto de formas de ejercicio de la 
violencia que incluye:

•	 Violencia directa, que es ese tipo 
de agresión visible y concreta, con 
efectos en el cuerpo de las víc-
timas y en su realidad personal y 
entornos (asesinato, agresión física 
o mutilación).

•	 Violencia estructural, que es la que 
incluye un nivel sistémico o insti-
tucional, que a su vez se encuentra 
incrustada en las estructuras socia-
les y se manifiesta como explota-
ción, desigualdad o represión. La 
misma muestra la limitación que 
viven ciertos grupos sociales para 
acceder a servicios o modalidades 
de cobertura de necesidades bási-
cas, como la educación, la salud, el 
empleo, la vivienda, el agua y otros 
medios de sobrevivencia. Esta mo-
dalidad de violencia también se re-
laciona con sistemas de poder des-
iguales que emplean dinámicas de 

12 Ver Tzul Tzul (2016) y Walsh (2009).
13 En este estudio se toma la tipología propuesta por Johan Galtung (2016), que señala que la 

violencia puede ser entendida ante todo como una privación de los derechos humanos fun-
damentales y una disminución real del nivel de satisfacción de las necesidades básicas por 
debajo de lo que es potencialmente posible (Galtung, 1967). En ese marco, las necesidades 
básicas están clasificadas en cuatro grupos: i) necesidades de supervivencia; ii) necesidades de 
bienestar; iii) necesidades identitarias; y iv) necesidades de libertad. 
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marginación, discriminación y ex-
clusión para sostener la injusticia 
social y que socializan preconcep-
tos y normas de relacionamiento 
que naturalizan la misma14. 

•	 Violencia cultural, que se entiende 
como aquellos aspectos simbó-
licos de la cultura (religión, arte, 
idioma, ciencia) que legitiman o 
justifican la violencia directa y es-
tructural, haciéndolas parecer co-
rrectas o inevitables, porque exal-
tan unos valores por encima de 
otros y los vuelven más legítimos 
o permitidos. La violencia cultural 
es simbólica y actúa mediante la 
interiorización, lo que permite que 

víctimas y perpetradores acepten 
la violencia como normal. 

Cabe destacar aquí que cada una de 
estas violencias puede legitimar la 
aparición de otra, provocando un cír-
culo de reproducción constante que 
genera finalmente una violencia sis-
temática, sostenida y naturalizada. 

En el caso de las mujeres indígenas, 
esta tipología permite comprender 
cómo éstas enfrentan múltiples ca-
pas de violencia en su cotidianidad, 
cuando pueden verse expuestas a 
agresiones físicas y verbales, y a po-
tenciales feminicidios en el ámbito 

Cuadro 1. Formas de violencia, según J. Galtung

Forma de violencia Característica principal Ejemplos

Violencia Directa Suceso puntual (evento). 
Es visible.

Feminicidio, agresión física, violencia 
doméstica y comunitaria (p.e.  
linchamiento)

Violencia 
Estructural

Proceso prolongado. 
Es indirecta e 
institucionalizada.

Exclusión económica, barreras 
lingüísticas, falta de acceso a servicios 
básicos, desigualdad.

Violencia Cultural Condición persistente. 
Es simbólica.

Patriarcado, racismo, prejuicios, 
prácticas discriminatorias.

Fuente: Elaboración propia.

14 Para conceptualizar la opresión, como problemática antagónica a la justicia social, ver a Young 
(2000) en el desarrollo de su famosa teoría de las “cinco caras de la opresión” (explotación, 
marginalización, carencia de poder, imperialismo cultural y violencia), que es precisamente el 
marco teórico que sustenta la idea de que las opresiones no actúan solas, sino que se entre-
cruzan.
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doméstico y comunitario (violencia 
directa). A la vez, se enfrentan a for-
mas de exclusión económica, barre-
ras lingüísticas o falta de acceso a ser-
vicios básicos (violencia estructural), 
y en su interacción con instituciones 
de salud, educación o trabajo expe-
rimentan diversas formas de racismo, 
prejuicios y prácticas patriarcales que 
legitiman la subordinación femenina 
(violencia cultural).

Marco metodológico

Teniendo presente que, en Bolivia, 
desde 2013, la Ley 348 o Ley Integral 
para Garantizar a las Mujeres una Vida 
Libre de Violencia enmarca la tipo-
logía de violencia existente y señala 
una ruta de abordaje que contempla 
la prevención, atención, protección y 
reparación de los derechos vulnera-
dos en relación con la integridad per-
sonal y colectiva de las mujeres, se 
propuso un trabajo que privilegie una 
metodología cualitativa, centrada en 
el enfoque del conocimiento situado 
(Haraway, 1991).  

El mismo destaca cómo el conoci-
miento está influenciado por el gé-
nero y la situación de las personas 
que lo producen, por lo que resulta 
fundamental trabajar a partir de la re-
cuperación de sus perspectivas sobre 
una problemática, según la forma en 
que ésta es percibida, vivenciada e in-
terpretada en sus propios contextos 
culturales y sociales. 

Esta metodología privilegia, como se 
ha señalado, la recopilación de datos 
cualitativos, a partir de la entrevista 
en profundidad a personas clave, el 
recojo de testimonios y los grupos 
focales para conocer desde las voces 
de las propias actoras territoriales sus 
problemáticas ligadas al ejercicio de 
violencias.

En ese sentido, el trabajo realizado 
ha asumido algunos elementos de la 
investigación-acción, que se caracte-
riza por vincular el estudio de los pro-
blemas en un contexto determinado 
con proyectos de acción social y sus 
objetivos, de manera que se logre 
generar conocimientos y propuestas 
concretas de cambios sociales de for-
ma paralela. 

El camino elegido, por tanto, se ha 
enfocado en promover la participa-
ción activa de las mujeres de los te-
rritorios de las autonomías indígenas 
de Charagua Iyambae, Huacaya, Kere-
imba Iyaambae y el TIM, como princi-
pales ámbitos geográficos de interés, 
y en la generación de una reflexión 
continua y colectiva en torno a la 
identificación de un problema: la vio-
lencia contra las mujeres indígenas y 
sus formas de abordaje.

En cuanto a las técnicas, se recurrió 
por un lado al análisis documental y 
de contenidos de normas clave, como 
los estatutos autonómicos de las au-
tonomías indígenas y de las organiza-
ciones de mujeres de las tierras bajas, 
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y la legislación nacional e internacio-
nal vinculada a derechos humanos de 
las mujeres y al derecho a una vida 
libre de violencia.

Por otro lado, se trabajó con dos gru-
pos focales formados con informan-
tes clave de los territorios indígenas: 
mujeres lideresas, tanto históricas 
como jóvenes, autoridades de los 
GAIOC, mujeres de base y represen-
tantes de instancias centrales, como 
la Coordinadora Nacional de Autono-
mías Indígena Originario Campesinas 
(CONAIOC).  

El primer grupo focal se realizó en 
San Ignacio de Moxos (Beni), el 4 de 
julio de 2025, con mujeres pertene-
cientes al Territorio Indígena Multiét-
nico y que ejercen cargos de lideraz-
go en la Subcentral de Mujeres, como 
organización local.  

El segundo grupo focal, en Charagua 
Norte, se realizó los días 16 y 17 de ju-
lio del 2025, involucrando a lideresas 
históricas, autoridades del GAIOC y 
encargadas de la cartera de género 
en el GAIOC.

Asimismo, se realizaron dos encuen-
tros regionales, en fechas 20 y 21 de 
agosto y 5 y 6 de noviembre de 2025, 
con mujeres lideresas del TIM y/o 
que asumen cargos en los GAIOC vin-
culados a la problemática de género. 
Estos espacios no solo asumieron el 
carácter de validación, intercambio y 
retroalimentación, con el fin de ge-
nerar una recopilación lo más com-
pleta posible de datos empíricos y 

evidencia concreta extra con la que 
complementar o contrastar la infor-
mación cualitativa obtenida durante 
la fase de campo, sino que también 
se constituyeron en el espacio de in-
tercambio de visiones, estrategias de 
respuesta y conocimientos frente a la 
problemática de las violencias en sus 
formas diversas.

Por otro lado, hay que señalar tam-
bién que algunas autoridades del Go-
bierno Indígena Autónomo (GIA) del 
TIM, que no pudieron llegar a parti-
cipar en los grupos focales, fueron 
entrevistadas, al igual que represen-
tantes de los gobiernos de Charagua, 
Huacaya y Kereimba Iyaambae, rea-
lizándose un total de 8 entrevistas a 
profundidad.

En síntesis, la investigación-acción so-
bre violencias en las AIOC incluyó 5 
etapas en su proceso de desarrollo; a) 
el diseño de la investigación, tanto en 
lo teórico como en lo metodológico; 
b) la preparación del trabajo de cam-
po; c) el desarrollo mismo de la inves-
tigación en campo; d) la organización 
de espacios de diálogo, validación e 
intercambio de hallazgos con las pro-
pias participantes; y e) la elaboración 
del documento final que recoge el 
proceso vivido. 

Como punto de arranque, se proce-
dió a la recopilación, lectura y siste-
matización de información de base 
que se encuentra en: i) la normativa 
existente (tratados o convenciones 
internacionales que dan lineamientos 
sobre el abordaje de violencia hacia 
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los PIOC y las mujeres que son par-
te de los mismos; normativa nacional 
como la Ley de Autonomías, Ley de 
Deslinde Jurisdiccional y Ley 348; así 
como de los estatutos de las AIOC); y 
ii) la sistematización de talleres o en-
cuentros sobre la temática de las vio-
lencias desarrolladas por el CEJIS en 
el último tiempo, y que cuentan con 
información de base clave para com-
prender el estado de situación de las 
violencias en los territorios incluidos 
en el estudio.

Lo anterior permitió conocer antece-
dentes, avances, vacíos normativos, 
casos de mujeres indígenas que ex-
perimentan opresión y distintos tipos 
de violencia en sus territorios, nivel 
de respuesta institucional u organiza-
cional y modos de gestión, desde la 
justicia indígena, de los casos de vio-
lencia registrados o reportados, que 
dan cuenta de buenas prácticas y/o 
de proyecciones de acción posibles.

Posteriormente, se pasó a la defini-
ción de los contextos donde se ha-
rían los grupos focales, con el fin de 
conocer el tema organizativo en cada 
territorio y los avances en género y 
derechos, y el grado de presencia es-
tatal e institucional para responder a 
la atención de las denuncias de ca-
sos de violencia contra las mujeres, 

de acuerdo con la normativa vigente. 
Se llevaron a cabo dos grupos foca-
les, uno organizado en San Ignacio 
de Mojos, con mujeres lideresas y de 
comunidades del TIM, y otro en Cha-
ragua, con autoridades del GAIOC, li-
deresas históricas de la Asamblea del 
Pueblo Guaraní, mujeres de base y de 
comunidades de Charagua y Kereim-
ba Iyaambae. 

Finalmente, tras el relevamiento de 
los hallazgos clave y con el fin de sus-
citar intercambio de saberes y expe-
riencias para complementar aún más 
los resultados de la investigación, va-
lidar estos últimos y demarcar posi-
bles rutas de acción a futuro, se or-
ganizaron Encuentros de Mujeres de 
las Autonomías de Tierras Bajas que 
tuvieron lugar en Santa Cruz de la Sie-
rra.  

Con el fin de conocer los avances 
en materia de conquista y reconoci-
miento de derechos de las mujeres, 
en general, y de las mujeres indíge-
nas, en particular, en relación al abor-
daje de la violencia machista como 
una modalidad de violencia estructu-
ral, se han examinado los contenidos 
de legislación clave generada a nivel 
internacional, regional y local, reco-
giéndose reflexiones al respecto en 
los acápites siguientes. 
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Mujeres indígenas, 
derecho a una vida 
libre de violencias y 
legislación internacional 

En la década de 1990, a nivel interna-
cional, se produjo un avance significa-
tivo en la elaboración de instrumen-
tos jurídicos destinados a reconocer 
el carácter especial de los derechos 
de grupos sociales históricamente 
oprimidos, entre ellos los pueblos in-
dígenas y las mujeres. 

Como fruto de ese proceso, se apro-
baron instrumentos pioneros como la 
Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer o CEDAW por sus si-
glas en inglés (1979) y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
o Pacto de San José (1969).

Si bien el primer tratado es clave por-
que por primera vez define la discri-
minación contra las mujeres y la des-
cribe como una forma de violencia, e 

insta a los Estados a tomar medidas 
para eliminarla en todas las esferas 
(política, social, económica), en él no 
se menciona explícitamente a las mu-
jeres indígenas. Sin embargo, déca-
das más tarde, en 2022, mediante la 
Recomendación General Núm. 39, se 
avanza un paso más en materia de re-
conocimiento de los derechos de las 
mujeres y niñas indígenas, abordan-
do la violencia ambiental, el derecho 
al territorio y la justicia intercultural.

De igual modo, aunque la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
constituye un instrumento valioso en 
el avance hacia la protección de los 
derechos civiles y políticos básicos 
(vida, integridad personal, libertad) 
de las mujeres, ésta tampoco contie-
ne menciones específicas respecto a 
las condiciones de marginalidad in-
terseccional que experimentan las 
mujeres indígenas.

Entonces, si bien estos tratados in-
ternacionales establecieron las ba-
ses para la protección de las mujeres 
y la integridad personal, los mismos 

Marcos normativos vigentes
Segunda parte
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respondieron a una lógica de “sujeto 
universal” que omitió las particulari-
dades étnicas. 

No fue sino hasta la Declaración de 
la ONU sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas (2007), en su artí-
culo 22, y de forma más contundente 
en el Artículo VII de la Declaración 
Americana sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas (2016), que se re-
conoció explícitamente a la violencia 
contra las mujeres indígenas como 
una forma de violencia estructural 
porque impide el ejercicio de la libre 
determinación. 

En este marco, la doble identidad de 
las mujeres indígenas —de género y 
étnica— se problematiza como un 
factor de marginación que exige res-
puestas específicas por parte de los 
Estados. 

Este avance histórico ha permitido 
sistematizar cómo las mujeres indí-
genas transitan y transforman estos 
marcos normativos, destacando la 
necesidad de reivindicar sus formas 
culturales propias frente a un sistema 
estatal que, históricamente, ha igno-
rado sus modos de interactuar con la 
justicia y el territorio.

Posteriormente, con la aprobación 
de la Convención de Belém do Pará, 
en 1994, se logró establecer propia-
mente obligaciones claras para los 
Estados en relación con la violencia 

contra las mujeres, incluyendo la pre-
vención, investigación y sanción de 
estos actos, la adopción de medidas 
especiales basadas en la interseccio-
nalidad, la eliminación de barreras 
para acceder a la justicia y la imple-
mentación de políticas de protección 
culturalmente pertinentes. 

Previamente, entre 1989 y 1991 en el 
caso de las mujeres indígenas, el Con-
venio 169 de la OIT obligaba ya a los 
Estados a garantizar que las mismas 
puedan acceder sin discriminación a 
derechos fundamentales —como el 
trabajo digno, la salud, la educación 
y la participación política—, exigía su 
inclusión en procesos de consulta, en 
planes de desarrollo económico y so-
cial, y demandaba su protección fren-
te a abusos en contextos laborales y 
comunitarios15. Todo ello, garantizan-
do a su vez el respeto de la integridad 
y los derechos sociales, económicos 
y culturales de los pueblos indígenas 
de los que ellas forman parte, respe-
tando su identidad social y cultural, 
sus costumbres y tradiciones y sus 
instituciones. 

Ambos instrumentos constituyeron 
así una base referencial significativa 
para abordar la lucha contra la violen-
cia de género en contextos indígenas, 
complementando su alcance, ya que 
mientras Belém do Pará se centra en 
la protección contra la violencia de 
género, el Convenio 169 aborda los 
derechos colectivos y las condiciones 

15  En Bolivia, el Convenio 169 ha sido ratificado por la Ley Nº 1257 de 11 de julio de 1991 y la Con-
vención de Belém do Pará ha sido adoptada como marco referencial normativo mediante la 
Ley Nº 1599 del 18 de agosto de 1994.  
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estructurales que permiten la partici-
pación plena de las mujeres indíge-
nas en la vida política y comunitaria. 

En este sentido, Belém do Pará pro-
mueve su participación en espacios 
de toma de decisiones vinculados a 
políticas contra la violencia, mientras 
que el Convenio 169 ofrece herra-
mientas más sólidas para asegurar su 
participación en instituciones tradi-
cionales, procesos legislativos y pro-
yectos de desarrollo.

Hay que destacar también que el 
enfoque cultural de ambos instru-
mentos resulta convergente. Belém 
do Pará reconoce que la cultura no 
puede justificar la violencia, pero exi-
ge medidas con enfoque diferencial, 
mientras que el Convenio 169, por 
su parte, protege la cultura indíge-
na, aunque rechaza aquellas prácti-
cas que impliquen discriminación o 
violencia contra las mujeres, deman-
dando la armonización entre los de-
rechos colectivos y los derechos hu-
manos y específicos de las mujeres.

En conclusión, la protección efectiva 
de las mujeres indígenas surge de la 
aplicación conjunta de ambos mar-
cos normativos. La Convención de 
Belém do Pará garantiza sus dere-
chos en tanto mujeres, mientras que 
el Convenio 169 asegura sus derechos 
como integrantes de pueblos indí-
genas. La complementariedad entre 
ambos instrumentos permite abordar 
de manera integral la dimensión de 
género y la dimensión étnico-cultural 
y territorial, constituyendo un marco 

jurídico robusto para avanzar hacia la 
igualdad y la justicia social.

En lo específico, hay que precisar que 
ambas normativas incluyen la proble-
mática de la violencia y establecen 
obligaciones para los Estados con el 
fin de prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres, como 
la incorporación de leyes y medidas 
penales, civiles y administrativas para 
enfrentarla. Es destacable también 
que el Convenio 169 menciona la po-
sibilidad de que las mujeres indígenas 
se encuentren más expuestas a sufrir 
violencia estructural y cultural por ser 
mujeres, por pertenecer a un pueblo 
indígena, por vivir en condiciones de 
pobreza, exclusión territorial y en si-
tuación de alta vulnerabilidad. 

Considerando estos aspectos, la nor-
mativa internacional ofrece una base 
de partida importante en el abordaje 
de las violencias basadas en género 
y discriminación racial, que favorece 
a las mujeres indígenas porque pro-
mueve su participación en espacios 
de toma de decisiones relacionados 
con políticas contra la violencia, en 
tanto mujeres y en tanto indígenas. 
Este mismo marco legal exige su in-
clusión en instituciones tradicionales, 
en procesos de consulta sobre leyes 
y proyectos, y en planes de desarro-
llo, armonizando derechos colectivos 
con derechos humanos y de género, 
protegiendo la cultura indígena de la 
que son parte y rechazando, a la vez, 
posibles prácticas culturales vulnera-
doras que impliquen discriminación 
o violencia.
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Cuadro2. Comparación entre la Convención de Belém do Pará y el Convenio 169 en 
relación con los derechos de las mujeres indígenas

Belém do Pará Convenio 169

Enfoque Violencia de género Derechos de los pueblos indígenas

Reconocimiento de las 
mujeres indígenas Implícito Explícito

Tipo de violencia

Directa (física, 
psicológica, sexual, 
institucional, 
comunitaria, familiar)

Estructural y cultural (despojo, 
racismo, exclusión social, 
explotación laboral y económica)

Obligaciones estatales Prevenir, sancionar, 
erradicar violencia

Medidas de protección y garantizar 
acceso a servicios, participación 
política y protección frente a 
abusos

Participación política
Promueve participación 
en políticas contra la 
violencia

Exige participación plena en 
instituciones y procesos de 
consulta

Enfoque cultural
Cultura no justifica la 
violencia, exige medidas 
diferenciales

Protege cultura indígena, rechaza 
prácticas discriminatorias y 
hegemonías culturales

Complementariedad
Garantiza derechos 
específicos de las 
mujeres

Garantiza derechos colectivos y 
estructurales

Fuente: Elaboración propia.

Violencia contra las 
mujeres indígenas y 
normativa nacional

a.	 Contenido constitucional 

El proceso constituyente boliviano, 
culminado formalmente en 2009, 
significó un avance sustantivo en la 
normativa nacional, al reconocer de 
manera explícita e implícita derechos 
fundamentales aplicables a las mu-

jeres indígenas, en el marco de los 
contenidos de los artículos 1 y 2 de 
la Constitución, que subrayan el re-
conocimiento del pluralismo jurídico 
y de los derechos de los PIOC como 
cimiento del Estado Plurinacional. 

En ese marco, la Constitución Política 
del Estado (CPE) garantiza la igualdad 
y la no discriminación por razones de 
género, origen o cultura, así como la 
protección contra la violencia de gé-
nero, validando al mismo tiempo los 
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También es importante resaltar que, 
en el caso de las mujeres indígenas, 
constituye un avance reivindicatorio 
el reconocimiento de los derechos 
a la autoidentificación cultural, a la 
preservación de saberes, a la medici-
na tradicional, idiomas, rituales y ves-
timentas, a la autonomía y justicia in-
dígena, así como el derecho a ejercer 
sistemas políticos, jurídicos y econó-
micos propios, en el marco de la au-
tonomía territorial, y a un sistema de 
salud universal que respete las prác-
ticas tradicionales, sin perder de vista 
su nexo con la autonomía corporal y 
el ejercicio de los derechos sexuales y 
sus derechos reproductivos (Art, 66).
Sin embargo, pese a los avances cons-
titucionales, existe un elemento críti-
co a tomar en cuenta que se relacio-
na con la consulta previa como un 
derecho adquirido, cuya continuidad 
se encuentra en riesgo debido a las 
leyes promulgadas en el último tiem-
po. En los hechos, la consulta no se 
reconoce plenamente como un de-
recho de los pueblos indígenas, sino 
que se percibe como un mero trámite 
administrativo a encarar a la hora de 
impulsar modelos de desarrollo que 
afectan derechos colectivos. 

Así, se registra una tensión significati-
va cuando, en el marco de un proceso 
de consulta, los territorios indígenas 
expresan su negativa frente a una 
propuesta gubernamental que afec-
ta sus espacios vitales, obteniendo 
como reacción desde las institucio-
nes públicas el ejercicio de presiones 
sobre las organizaciones indígenas 
para modificar su posición.

sistemas de vida, culturas, idiomas, 
saberes ancestrales y sistemas jurídi-
cos propios de los pueblos indígenas, 
asegurando su participación política 
y el derecho a la consulta previa en 
medidas que puedan afectar sus te-
rritorios.

Lo anterior se ha dado fundamental-
mente a partir de la inclusión del Ar-
tículo 115 que, además de garantizar 
el derecho al debido proceso y a la 
defensa, menciona como referente la 
justicia plural, como un elemento cla-
ve que ayuda a incluir el pluralismo 
jurídico y el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos indígenas 
como conceptos fundamentales para 
el acceso a la justicia.  

En suma, al reconocer que Bolivia 
es “plurinacional” y al incluir como 
enfoque el “pluralismo jurídico”, la 
Constitución destaca que la justicia 
indígena tiene la misma jerarquía que 
la justicia ordinaria; mientras que al 
garantizar el principio a la libre deter-
minación reconoce que los pueblos 
indígenas tienen derecho a gobernar-
se según sus propias instituciones. 

De igual manera, es fundamental 
destacar que el texto constitucional 
incluye transversalmente el enfoque 
de género: varios artículos mencio-
nan derechos específicos de las mu-
jeres vinculados con el desarrollo 
de una vida libre de violencia física, 
psicológica y sexual, el derecho a la 
participación política plena y el acce-
so al ejercicio de derechos sociales, 
económicos y culturales.
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Como puede verse, en la práctica, la 
plena realización de los derechos de 
los PIOC y de las mujeres indígenas 
que los conforman no depende sola-
mente de su reconocimiento norma-
tivo, explicitado y detallado en el Art. 
30, que no solo garantiza la libre de-
terminación, sino también el derecho 
a que las instituciones indígenas sean 
parte de la estructura estatal (Núm. 
5). Más bien, depende altamente de 
la voluntad política y de la capacidad 
institucional para garantizar su cum-
plimiento.   

Lo mismo aplica a nivel de reconoci-
miento del derecho a una vida libre 
de violencias y al catálogo de dere-
chos específicos de las mujeres re-
conocidos a lo largo de todo el texto 
constitucional, que ha hecho posible 
la promulgación de leyes clave para 
las mujeres como la Ley 348.

b.	 Los estatutos autonómicos 
indígenas 

Ahora bien, en el marco de las accio-
nes de incidencia para el reconoci-
miento de las autonomías indígenas, 
los PIOC de las tierras bajas se han 
centrado en la elaboración de sus 
estatutos autonómicos buscando ga-
rantizar el ejercicio de su autogobier-
no y el afianzamiento de sus territo-
rios. 

En ese proceso, las mujeres indígenas 
también han intervenido impulsando 
iniciativas de defensa de sus dere-
chos a la participación y, en muchos 
casos, han contemplado la inclusión 
de contenidos explícitos referidos 
a la igualdad de género y a la lucha 
contra las violencias.  

Ello es un precedente altamente rele-
vante a la hora de considerar cómo se 
puede normar la resolución de con-
flictos y el abordaje de las violencias 
contra las mujeres en los territorios 
indígenas que se han conformado 
como GAIOC.

Así, haciendo una revisión detallada 
del contenido de los estatutos, tene-
mos que la aproximación al análisis 
de la aplicabilidad de la Ley 34816 no 
puede realizarse de manera unifor-
me, ya que cada GAIOC posee una 
trayectoria histórica y una estructura 
de justicia propias. 

En el caso del TIM, ubicado en las tie-
rras bajas del Beni, el ejercicio de la 
justicia se entrelaza con la gestión de 
un territorio compartido por diversos 
pueblos (Mojeño Trinitario, Mojeño 
Ignaciano, Movima, Yuracaré y Tsima-
ne’).

En este espacio, las mujeres mencio-
naron las condiciones de aislamiento 
del territorio y de distancia geográfi-

16 Siguiendo la metodología de Linda Tuhiwai Smith (2016), los diagnósticos que se presentan 
a continuación son el resultado de un debate colectivo sistematizado en “papelógrafos”, los 
cuales sirvieron como herramientas de autorreflexión para las mujeres sobre sus realidades 
territoriales.
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ca hacia los centros urbanos, lo que 
se ha traducido históricamente en la 
ausencia de servicios estatales bási-
cos y en la inexistencia de su adapta-
bilidad, teniendo en cuenta criterios 
como la pertinencia cultural. 

En el TIM, la justicia se percibe des-
de la restitución del equilibrio comu-
nitario, donde la violencia contra las 
mujeres es vista también como una 
afectación al tejido del territorio.

Por otro lado, en el caso de la Auto-
nomía Guaraní Charagua Iyambae 
(Chaco), al haber sido la primera au-
tonomía indígena en consolidarse en 
Bolivia, ha incluido en su organiza-
ción instancias y modelos de servicio 
propios del desarrollo municipal, que 
se complementan con las lógicas de 
institucionalidad guaraní. 

Sin embargo, en ambos casos, la ar-
ticulación con la Ley 348 presenta 
desafíos específicos debido a la per-
sistencia de normas estatales que 
no siempre dialogan con la Jurisdic-
ción Indígena Originaria Campesina 
(JIOC).

En consecuencia, los grupos focales 
contribuyeron a visibilizar cómo la 
“violencia racializada”, en el caso del 
TIM, provoca que se imponga un di-
vorcio entre los servicios de atención 
municipal y las preocupaciones vin-
culadas a salud, violencias y educa-
ción emanadas del GIA TIM. Además, 
mostraron que las actividades extrac-
tivas en el Chaco exacerban las vulne-
rabilidades relacionadas al género y a 

una cultura machista, lo que ha con-
ducido a proponer como alternativa 
una ruta de atención que fortalece el 
rol de las mburuvicha (autoridades) 
mujeres en la resolución de conflic-
tos. 

Asimismo, las mujeres del TIM iden-
tificaron que la principal situación 
problemática es la exigencia que 
pone el Estado boliviano para que las 
denuncias por violencia sean trami-
tadas en centros urbanos (como San 
Ignacio de Moxos) —hecho que ignora 
la estructura de autoridades del GIA 
TIM—, donde no se procede tenien-
do en cuenta los idiomas originarios 
ni se contempla los gastos personales 
para movilizarse.

En esa línea, la implementación de la 
Ley 348 en las tierras bajas evidencia 
la necesidad de armonizar los dere-
chos colectivos establecidos en el 
Artículo 30 de la CPE, especialmen-
te el derecho a la gestión territorial 
autónoma, con el ejercicio de siste-
mas jurídicos propios, viendo proce-
dimientos que no dejen en el aire la 
restitución de derechos.

En el caso de Charagua, si bien se 
cuenta con una estructura de justicia 
indígena (JIOC) altamente organiza-
da, la misma enfrenta desafíos al mo-
mento de resolver delitos que la Ley 
348 reserva a la justicia ordinaria. En 
ese marco, la ruta de propuesta estra-
tégica definida en Charagua se centra 
en el fortalecimiento de la Mburuvi-
cha de Género, una autoridad propia 
que actúe como puente entre la justi-
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cia comunitaria y la Ley 348, evitando 
la revictimización y el archivo de cau-
sas por “falta de pruebas” bajo están-
dares occidentales. 

En el caso de Huacaya y Kereimba, 
las mujeres consultadas destacaron 
que, al momento de generar una de-
nuncia por violencia, el trámite buro-
crático estatal choca con la realidad 
territorial y de concepción de lo que 
implica una “vida libre de violencia”, 
que en los territorios se entiende no 
solo como la ausencia de golpes, sino 
como la armonía del territorio y las 
personas que lo habitan y conviven 
en él.

Más allá de lo mencionado, cabe des-
tacar que los procesos autonómicos 
de cada territorio han contado con 
intentos de inclusión de un enfoque 
de derechos específicos de las mu-
jeres, lo que expone la violencia es-
tructural ligada al machismo y a la 
discriminación de género como una 
problemática existente y que hay que 
tener presente como esencial.

En ese marco, el Estatuto de Chara-
gua constituye un hito en la institu-
cionalización de la equidad de géne-
ro dentro de un marco autonómico 
indígena, al establecer mecanismos 
concretos que garantizan la parti-
cipación plena de las mujeres en la 
vida política, social, cultural y econó-
mica del territorio, ya que consagra la 
paridad como principio rector en la 
conformación de los órganos de go-
bierno, asegurando la participación 
equitativa de hombres y mujeres.

De igual manera, consolida un marco 
de protección integral, que incluye el 
principio de autodeterminación cor-
poral y el derecho a una vida libre de 
violencia tanto en el ámbito público 
como privado, sin limitarse a procla-
mar la equidad de género como prin-
cipio, sino que la materializa median-
te mecanismos concretos de paridad 
en los órganos de gobierno, el reco-
nocimiento de derechos específicos 
para las mujeres y la valoración de su 
rol en el desarrollo integral del terri-
torio. 

En el caso de Huacaya, su Estatuto 
también constituye un avance sig-
nificativo en la institucionalización 
del enfoque de género dentro de un 
marco autonómico indígena. Su dise-
ño normativo incorpora de manera 
explícita la participación de las muje-
res tanto en la parte dogmática como 
en la orgánica, lo que refleja una 
apuesta por transformar las estructu-
ras de poder y garantizar la equidad 
en la vida política, social y económi-
ca del territorio. Por ejemplo, en el 
Ñemboati Guasu, máxima instancia 
de poder, se reconoce la participa-
ción con igual derecho de mujeres, 
hombres, niños y ancianos (Art. 104), 
institucionalizando la voz y voto fe-
menino en la toma de decisiones co-
lectivas. También en este Estatuto se 
rescata el principio de paridad y el 
derecho a una vida libre de violencia 
en todas sus formas.

En cuanto al Estatuto de Kereimba 
Iyaambae, este incorpora la igualdad 
y la equidad como objetivos centra-
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les de la autonomía, estableciendo 
que estos principios deben regir tan-
to la conformación de los órganos de 
gobierno como la distribución de be-
neficios de programas y proyectos.  

Un rasgo distintivo del Estatuto es la 
inclusión de un capítulo específico 
sobre género (Capítulo VII), lo que 
evidencia la relevancia otorgada al 
tema y que incluye la necesidad de 
pensar el desarrollo de políticas de 
prevención, atención y sanción fren-
te a la violencia hacia mujeres, niñas, 
niños y adolescentes. Sin embargo, la 
efectividad de respuesta a los casos 
de violencia que se presentan depen-
de, según se discutía en los grupos 
focales, de la capacidad de las co-
munidades para adaptar sus normas 
internas y garantizar la participación 
femenina en los espacios de decisión, 
lo que revela una tensión entre el 
marco normativo y las prácticas cul-
turales tradicionales.

Finalmente, el Estatuto del GIA TIM 
constituye un marco normativo que 
articula la autonomía indígena con el 
reconocimiento de los derechos de 
las mujeres, integrando la perspecti-
va de género en la organización po-
lítica, social y cultural del territorio, 
donde se reconoce la equivalencia 
entre hombres y mujeres en la toma 
de decisiones, los derechos específi-
cos de las mujeres, la protección con-

tra la violencia, el acceso a recursos 
y territorio, la equivalencia de género 
en el debate y la toma de decisiones 
y el reconocimiento de una instancia 
clave —la Subcentral de Mujeres In-
dígenas del TIM—, como un espacio 
orgánico específico que fortalece la 
representación femenina y su inci-
dencia en la vida política y comuni-
taria. Asimismo, el Estatuto reconoce 
a las mujeres como transmisoras de 
cultura, lengua e identidad, reforzan-
do su papel en la reproducción social 
y espiritual del territorio.

Ley Marco de 
Autonomías y 
Descentralización

La Ley Nº 031, conocida como “An-
drés Ibáñez”, no aborda de manera 
específica la violencia de género en 
su articulado, a diferencia de la Ley 
Nº 073 de Deslinde Jurisdiccional. Sin 
embargo, establece un marco ideo-
lógico y político que obliga a las au-
tonomías, incluidas las indígenas, a 
promover la equidad de género y la 
despatriarcalización.

El Artículo 4, Inc. II, Num. 11, señala 
como finalidad del régimen de au-
tonomías la profundización de la de-
mocracia, vinculada a la descoloni-
zación y la despatriarcalización en el 
marco del “vivir bien”17, lo que contri-

17 El principio de despatriarcalización implica un mandato de transformación cultural, 
orientado a erradicar las prácticas discriminatorias y violentas derivadas de estructu-
ras machistas y refuerza este enfoque al establecer la equidad e igualdad de opor-
tunidades como finalidad, garantizando acceso a derechos y servicios sin discrimina-
ción ni explotación.
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buye a sentar las bases referenciales 
para que las autonomías indígenas in-
tegren la lucha contra la violencia de 
género en sus estatutos, vinculando 
la equidad con la construcción de un 
Estado Plurinacional descolonizado.

En cuanto a la lucha contra la violen-
cia, la Ley 031 no otorga competen-
cias exclusivas en materia penal a las 
autonomías indígenas, debido fun-
damentalmente a que en el Artículo 
179. I. de la CPE se establece que la 
función judicial es única y que se re-
conoce a la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción indígena originario cam-
pesina igual jerarquía. 

No obstante, sí reconoce competen-
cias concurrentes que permiten a las 
autonomías indígenas participar en la 
prevención y atención de la violencia: 
el Artículo 99, Inc. II, establece que 
las autonomías indígenas pueden 
ejecutar políticas y normativas de lu-
cha contra la violencia hacia niñas, ni-
ños, adolescentes y mujeres, siempre 
que estas sean aprobadas por el nivel 
central.

Asimismo, se les faculta a promover 
políticas de género y garantizar servi-
cios de atención y prevención contra 
la violencia en el marco de sus atri-
buciones. En ese marco, la Ley 031 
habilita a las autonomías indígenas 
a ser activos en la prevención de la 
violencia, aunque subordinados a las 
políticas nacionales. Esto genera un 
espacio de articulación entre el nivel 
central y las autonomías, donde estas 
últimas pueden adaptar las políticas 

a sus contextos culturales y comuni-
tarios.

Ello explica por qué los estatutos, 
como los de Charagua, Huacaya y 
Kereimba Iyaambae, incorporan dis-
posiciones específicas sobre paridad, 
protección de los derechos de las 
mujeres y prohibición de la violencia.
Para el caso de las denuncias, se rigen 
priorizando la acción municipal que 
hace de los SLIM o las Defensorías 
los principales puntos de referencia 
para ponerlas y para darles un acom-
pañamiento; mientras que, cuando se 
trata de dinámicas reconocidas como 
“resolución de conflictos”, las mismas 
se impulsan desde el órgano judicial, 
ya sea mediante la jurisdicción ordi-
naria, la jurisdicción agroambiental o 
la JIOC.

c.	 Ley de Deslinde Jurisdiccional

La Ley Nº 073 o Ley de Deslinde Ju-
risdiccional regula los ámbitos de vi-
gencia entre la Jurisdicción Indígena 
Originaria Campesina (JIOC) y las de-
más jurisdicciones reconocidas por la 
Constitución Política del Estado, es-
tableciendo mecanismos de coordi-
nación y cooperación.

Un aspecto central es la igualdad je-
rárquica entre jurisdicciones, lo que 
otorga a la JIOC el mismo rango que 
la jurisdicción ordinaria y agroam-
biental. Este reconocimiento forta-
lece el pluralismo jurídico, pero tam-
bién impone límites claros en materia 
de derechos humanos, especialmen-
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te en relación con las mujeres y la vio-
lencia de género.

Así, la ley consagra principios que 
orientan la convivencia intercultural 
y la administración de justicia como 
los siguientes:

•	 El pluralismo jurídico con igualdad 
jerárquica: garantiza la coexisten-
cia de sistemas jurídicos en condi-
ciones de igualdad.

•	 La interpretación intercultural: 
obliga a considerar las identidades 
culturales en la administración de 
justicia.

•	 La equidad e igualdad de género: 
establece que todas las jurisdic-
ciones deben respetar, promover y 
garantizar la igualdad entre hom-
bres y mujeres en el acceso a la 
justicia, cargos, toma de decisiones 
y aplicación de sanciones.

•	 Participación y decisión: se reco-
noce su derecho a ocupar cargos y 
participar en la administración de 
justicia.

•	 Prohibición de violencia: todas las 
jurisdicciones deben sancionar la 
violencia contra mujeres, niñas, ni-
ños y adolescentes.

•	 Ilegalidad de conciliación: se pro-
híbe cualquier intento de concilia-
ción en casos de violencia, evitan-
do la legitimación de prácticas que 
perpetúan la impunidad.

•	 Exclusión de competencia de la 
JIOC: delitos graves como viola-
ción, asesinato u homicidio que-
dan fuera de la jurisdicción indí-
gena y deben ser remitidos a la 
justicia ordinaria.

Como vemos, los contenidos de esta 
ley promueven que la lucha contra la 
violencia de género se aborde desde 
un esfuerzo conjunto entre la justi-
cia ordinaria y la indígena, evitando 
vacíos legales o conflictos de com-
petencia. Parecería, entonces, que la 
cooperación interjurisdiccional sería 
clave para garantizar que las mujeres 
indígenas accedan a una justicia efec-
tiva, evitando que las diferencias cul-
turales se conviertan en barreras para 
la protección de sus derechos.

Sin embargo, aunque la Ley Nº 073 
de Deslinde Jurisdiccional constituye 
un marco normativo que articula el 
pluralismo jurídico con la protección 
de los derechos de las mujeres —al 
consagrar la equidad de género como 
principio rector y prohibir toda forma 
de violencia, estableciendo límites 
que aseguran que la autonomía 
indígena no pueda ser utilizada para 
justificar prácticas discriminatorias 
o violentas—, aún existen brechas y 
normas sociales que naturalizan las 
violencias patriarcales y justifican su 
ejercicio. Esto deriva en que, al igual 
que en otros contextos geográficos, la 
cuestión de los derechos de las muje-
res ocupe un lugar secundario en la 
agenda pública, donde se priorizan 
cuestiones más ligadas al desarrollo 
económico que a la defensa irrestric-
ta de los derechos humanos.

d.	 La Ley 348 

La Ley Nº 348 o Ley Integral para Ga-
rantizar a las Mujeres una Vida Libre 
de Violencia constituye el marco nor-
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mativo más importante en Bolivia 
para enfrentar la violencia de género. 
Su finalidad es establecer mecanis-
mos de prevención, atención, pro-
tección y reparación a las mujeres en 
situación de violencia, así como de 
sanción a los agresores.

La erradicación de la violencia hacia 
las mujeres se reconoce como polí-
tica prioritaria del Estado Plurinacio-
nal, dado que apunta a transformar 
estructuras patriarcales, no solo tipi-
ficando la violencia como un delito, 
sino evidenciándola como un proble-
ma estructural vinculado al patriarca-
do, lo que convierte a la ley en un ins-
trumento de transformación cultural 
y política.

La ley ofrece una definición amplia 
de violencia, acorde a la que se reco-

ge en normas internacionales como 
Belém do Pará, pues la conceptualiza 
como cualquier acción u omisión que 
cause daño físico, sexual, psicológico 
o patrimonial a una mujer por su con-
dición de género. Asimismo, incluye 
la tipificación de 16 formas de violen-
cia, incluyendo el feminicidio, que se 
incorpora como delito autónomo en 
el Código Penal, con pena máxima de 
30 años sin derecho a indulto.

Esta tipificación detallada visibiliza 
formas de violencia antes naturali-
zadas o invisibilizadas, ampliando 
el espectro de protección legal para 
las mujeres, incluidas las indígenas, 
desde un enfoque integral que abar-
ca medidas de prevención, atención, 
reparación y restitución de derechos, 
así como sanción a los agresores.  

Cuadro 3. Tipos de violencia en la Ley 348, según efecto, entorno, 
forma de socialización o estructura

Violencia 
clasificada por el 

tipo de daño

Violencia clasificada 
por el entorno en la 

que ocurre

Violencia clasificada 
según el medio que la 
reproduce o socializa

Violencia según 
estructura de la 

que emana

Física Familiar / doméstica Simbólica Comunitaria

Psicológica / 
emocional

Laboral Mediática Estatal

Sexual Docente / escolar Digital / cibernética Sistémica

Económica Institucional (servicios) Simbólica

Patrimonial Obstétrica Mediática

Política

Fuente: Elaboración propia.
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A pesar de los avances a nivel discur-
sivo y conceptual incluidos en la Ley 
348, existen tensiones jurisdicciona-
les y vacíos normativos en su aplica-
ción, debido a que el acceso de las 
mujeres indígenas a una vida libre 
de violencia está mediado por una 
arquitectura jurídica compleja que 
intenta equilibrar la universalidad de 
los derechos humanos con el plura-
lismo jurídico. 

En este marco, la Ley 348 busca ase-
gurar que todas las mujeres, sin dis-
tinción de origen cultural, accedan a 
servicios especializados (SLIM, FEL-
CV). No obstante, la implementación 
territorial revela una contradicción 
jurídico-política fundamental en la 
distribución de competencias entre 
la jurisdicción ordinaria y la JIOC, 
que tiene que ver con el alcance de 
la intervención comunitaria (Art. 41). 
Si bien se reconoce a las autoridades 
indígenas la facultad de adoptar me-
didas de atención y protección bajo 
sus normas y procedimientos pro-
pios, esta se reduce a ser una inter-
vención inicial que se ve restringida y 
obligada (parágrafo II) a derivar casos 
de violencia sexual, feminicidio y “de-
litos análogos” a la jurisdicción ordi-
naria, en concordancia con la Ley de 
Deslinde Jurisdiccional.

Esta fragmentación genera un vacío 
para tomar en cuenta: si bien el fe-
minicidio y la violación son excluidos 
de la JIOC, cabe preguntarse si otras 
tipologías, como la violencia familiar 
o psicológica, pueden ser resueltas 
íntegramente por las autoridades co-

munitarias. La ley parece reducir el 
rol de la JIOC al de una “instancia de 
tránsito” o reporte, lo que para mu-
chos territorios indígenas constituye 
una erosión de su autonomía juris-
diccional.

Otro punto crítico en esta articula-
ción es la prohibición de la concilia-
ción, pues aunque la universalidad de 
la Ley 348 garantiza que las mujeres 
indígenas no queden desprotegidas 
ante sistemas que podrían minimizar 
la agresión, la misma puede estable-
cer límites a las prácticas restaurativas 
comunitarias.

Si bien el Artículo 47 de la Ley 348, 
vinculado al Artículo 52, ha contem-
plado que es clave prohibir expre-
samente la conciliación en casos de 
violencia hacia las mujeres para evitar 
que sanciones menores perpetúen 
la impunidad o faciliten la escalada 
de la violencia hasta llegar al femi-
nicidio, esta prohibición en la JIOC 
genera una tensión práctica: muchas 
autoridades indígenas basan su siste-
ma en la restitución del equilibrio y 
la armonía comunitaria, procesos que 
la justicia estatal suele etiquetar —a 
veces de forma reduccionista— como 
simple “conciliación”.

Sin embargo, ante la duda sobre el 
límite preciso de intervención, el Tri-
bunal Constitucional Plurinacional 
(TCP) ha desarrollado una línea ju-
risprudencial que busca proteger el 
derecho de las mujeres a no ser revic-
timizadas por sistemas de justicia que 
ignoren la gravedad de la violencia. 
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Al respecto, existen sentencias impor-
tantes, como la Sentencia Constitu-
cional Plurinacional (SCP) 0037/2013 
y posteriores, que han reforzado que 
la JIOC no puede conocer casos que 
afecten el “núcleo duro” de los dere-
chos humanos, como la vida y la inte-
gridad sexual, independientemente 
de los usos y costumbres. Sin embar-
go, ello limita en cierta medida la po-
sibilidad de definir vías orientadas a 
fortalecer a las autoridades indígenas 
para que su intervención no se limite 
solo a “derivar”, sino a transformar las 
causas estructurales de la violencia 
en su territorio18.

Ahora bien, aunque la Ley 348 repre-
senta un hito al redefinir el rol del 
Estado hacia la despatriarcalización, 
persiste una marcada discordancia 
entre el reconocimiento formal de 
derechos y su aplicación territorial. 

Esta brecha se manifiesta principal-
mente en la ausencia de protocolos 
interculturales operativos que arti-
culen la reparación integral cuan-
do interactúan la justicia ordinaria y 
la indígena, dejando un vacío en el 
cumplimiento del pluralismo jurídico 
constitucional.

En esa línea, uno de los puntos de ma-
yor tensión reside en la contradicción 

normativa del Artículo 41. Por un lado, 
el parágrafo I faculta a las autoridades 
de las Naciones y Pueblos Indígena 
Originario Campesinos (NyPIOC) a 
adoptar medidas de atención y pro-
tección bajo sus propias normas y 
procedimientos. Sin embargo, los pa-
rágrafos II y III limitan esta facultad 
al obligar la derivación de casos de 
violencia sexual, feminicidio y delitos 
análogos a la jurisdicción ordinaria, 
de acuerdo con la Ley de Deslinde Ju-
risdiccional.

En la práctica, esto sitúa a la JIOC en 
una posición ambivalente: posee la 
facultad de intervención inicial, pero 
su competencia se ve truncada al ac-
tuar meramente como una instancia 
de tránsito. Esto plantea una interro-
gante fundamental para la autonomía 
indígena: ¿cuál es el límite preciso de 
la intervención de las autoridades lo-
cales si su rol queda subordinado a la 
derivación externa?

Esta subordinación se refuerza en el 
Artículo 42, que regula la recepción 
de denuncias. Al listar las institucio-
nes a las que se puede acudir, la Ley 
348 coloca a las autoridades indíge-
na originario campesinas en el último 
lugar (Inc. 5, parágrafo II), después de 
servicios estatales, como los SLIM o la 
Defensoría.

18 Estado Plurinacional de Bolivia (2013). Ley Nº 348: Ley Integral para Garantizar a las Mujeres 
una Vida Libre de Violencia. La Paz: Gaceta Oficial. Estado Plurinacional de Bolivia (2010). Ley 
Nº 073 de Deslinde Jurisdiccional. La Paz: Gaceta Oficial. Tribunal Constitucional Plurinacional 
(2013). Sentencia Constitucional Plurinacional 0037/2013. (Sobre el alcance de la competen-
cia indígena en derechos fundamentales).
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Esta jerarquización ignora que, en te-
rritorios como el TIM o el Chaco, la 
autoridad indígena es la primera y, a 
veces, la única instancia de auxilio. Al 
no ser considerada una instancia re-
ceptora de denuncias con la misma 
inmediatez que la Policía o el Minis-
terio Público, se obliga a las mujeres a 
trasladarse a centros urbanos lejanos 
para seguir la “ruta crítica”, enfrentan-
do barreras geográficas, económicas 
y lingüísticas que suelen derivar en el 
abandono del proceso.

Por último, hay que mencionar aquí 
que, frente a la incapacidad operati-
va de muchos SLIM para responder 
a la demanda en áreas rurales, surge 
la necesidad de potenciar figuras te-
rritoriales. El Artículo 41.III menciona 
las Casas Comunitarias de la Mujer y, 
de forma implícita, el rol de las pro-
motoras comunitarias como agentes 
clave para la atención apropiada.

Las promotoras no son solo acom-
pañantes; son en realidad el puente 
intercultural que subsana el vacío 
dejado por el Estado. No obstante, 
mientras la Ley 348 no clarifique los 
mecanismos de reporte (Art. 41.IV) y 
no dote de protocolos de coordina-
ción que validen la actuación de las 
autoridades indígenas y las promo-
toras como parte de la estructura de 
justicia, la “protección integral” segui-
rá siendo una promesa incumplida 
por la persistencia de una estructura 
centralista y burocrática.

Promoción de derechos, 
justicia indígena y 
violencias desde la visión 
de las mujeres indígenas

Además de la normativa existente, 
que sienta las bases referenciales 
para poder comprender cómo se 
aborda la violencia contra las mujeres 
en las AIOC de tierras bajas, una fuen-
te de información relevante es la Me-
moria del Encuentro de Mujeres Pro-
motoras de Derechos, llevado a cabo 
en San Ignacio de Mojos en marzo de 
2025, y promovido por el CEJIS.  

En este espacio se promocionó un 
ejercicio crítico y profundo sobre la 
situación de los derechos individua-
les y colectivos de las mujeres indíge-
nas en el TIM, el TIMI y territorios de 
la Amazonía Norte, que sirve de base 
para conocer el contexto y las reali-
dades vitales que encaran las mujeres 
lideresas y las autoridades indígenas 
a la luz del ejercicio de su autono-
mía territorial, cuando la misma se 
enfrenta a una desatención estatal 
constante y a una creciente violencia 
de género en estos ámbitos territoria-
les.

Algunos datos referenciales para esta 
investigación han sido los vinculados 
a evidenciar la existencia de una mul-
tidimensionalidad de la violencia (fí-
sica, psicológica, económica, institu-
cional, entre otras, según lo tipificado 
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por la Ley 348), que se mantiene, cre-
ce y se vincula al incremento de fenó-
menos que son efecto de la violencia 
estructural —como el alcoholismo, el 
uso de drogas y la delincuencia juve-
nil—, que debilitan las normas comu-
nitarias.

Frente a este escenario, las mujeres 
plantean un análisis crítico que va 
más allá de la denuncia, enfocándose 
en la transformación cultural y de gé-
nero. La consigna de que “la mujer no 
está solo para parir” subraya la nece-
sidad de romper el ciclo generacional 
de la violencia mediante la educación 
desde la infancia y el empoderamien-
to femenino para la ocupación de 
cargos políticos y orgánicos.

Todo lo anterior destaca la importan-
cia de rescatar la veta preventiva de 
la Ley 348, enfocándose en el ámbito 
formativo y educativo desde acciones 
como las siguientes:

•	 Fortalecer a las promotoras: Emi-
tiendo credenciales oficiales y ase-
gurando su incorporación en las 
estructuras comunitarias.

•	 Capacitación constante: Abordan-
do la violencia juvenil y la articula-
ción entre sistemas de justicia.

•	 Exigir al Estado la garantía de de-
rechos básicos (salud, educación, 
seguridad) y obligar a las autorida-
des a respetar y coordinar con la 
justicia comunitaria, siendo “poco 
tolerantes a la injusticia”.

Finalmente, si bien los mecanismos de 
resolución propios de la JIOC, como 
las actas de compromiso y las llama-
das de atención progresivas, pueden 
ser un referente útil e intercultural 
para la lucha contra las violencias —
puesto que amplían la respuesta con-
creta centrada en la rehabilitación y 
la restitución de la armonía comuni-
taria—, existe una problemática que 
deriva de ello que resta fuerza a estos 
procedimientos. La misma tiene que 
ver con la reincidencia constante en 
el ejercicio de violencias, que proble-
matiza el peso y la efectividad de la 
justicia restaurativa frente a la puniti-
va.  Así, si las sanciones tradicionales 
no logran disuadir al agresor de rein-
cidir, la autoridad de los líderes y de 
las promotoras de derechos se ve so-
cavada, y la comunidad puede empe-
zar a percibir que las normas no son 
lo suficientemente rigurosas.  
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Los hallazgos que se presentan a con-
tinuación no son solo datos estadísti-
cos, sino el resultado de un proceso 
de investigación-acción que, como ya 
se ha dicho, priorizó la voz y la expe-
riencia de las mujeres en sus propios 
territorios. 

Este diagnóstico se consolidó a tra-
vés de dos momentos metodológicos 
clave que permitieron transitar del 
testimonio individual a la propuesta 
política colectiva. En un primer en-
cuentro, la metodología se centró en 
la generación de un espacio de con-
fianza que permitió intercambiar tes-
timonios en primera persona. 

En el mismo las mujeres compartie-
ron las múltiples dimensiones de la 
vulneración de sus derechos, visibili-
zando que la violencia no es un he-
cho aislado, sino un fenómeno ligado 
al territorio. 

Un elemento central de este encuen-
tro fue el reconocimiento del difícil 
recorrido de las lideresas indígenas. 

Se evidenció que ejercer cargos de 
autoridad y defensa de derechos im-
plica enfrentar no solo la resistencia 
externa, sino también tensiones in-
ternas en comunidades donde el li-
derazgo femenino aún es cuestiona-
do.

El segundo suceso tuvo como pro-
pósito la validación del documento 
diagnóstico, un paso ético fundamen-
tal para asegurar que la sistematiza-
ción fuera fiel a la realidad local. Sin 
embargo, este encuentro trascendió 
la simple revisión de textos, permi-
tiendo el surgimiento de elementos 
críticos para el análisis, relacionados 
con los siguientes factores:

1)	 La existencia de una cultura ma-
chista: Se identificó la persisten-
cia de estructuras patriarcales 
que permean tanto la esfera do-
méstica como la comunitaria, li-
mitando la participación efectiva 
de las mujeres o la inclusión en la 
agenda de los GAIOC de las pro-
blemáticas específicas ligadas a 

Principales hallazgos sobre 
vulneración de derechos en las 

autonomías indígenas de tierras bajas

Tercera parte
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la vulneración de derechos de las 
mujeres desde una perspectiva 
interseccional.

2)	 La posibilidad de generar pro-
puestas normativas internas: Sur-
gió un debate propositivo sobre 
cómo los GAIOC pueden generar 
normatividad propia (estatutos, 
reglamentos y protocolos) que 
aborde la violencia de género 
desde su identidad cultural.

3)	 El dualismo de la justicia: Se ana-
lizó de forma crítica la brecha 
entre el acceso a la justicia esta-
tal (percibida como burocrática, 
lejana y a veces revictimizante) y 
el acceso a la justicia territorial, 
donde la JIOC ofrece cercanía, 
pero aún requiere fortalecer sus 
mecanismos de protección espe-
cífica para las mujeres ante deli-
tos graves.

La “justicia” para las mujeres de tie-
rras bajas no es un concepto unívo-
co, sino un campo en disputa que re-
quiere la armonización urgente entre 
la protección universal de la Ley 348 y 
la soberanía de los sistemas de justi-
cia comunitarios.

A continuación, se presentan los 
principales aspectos de los debates 
generados durante el desarrollo de 
los grupos focales en cada territorio y 
durante los dos encuentros de inter-
cambio colectivo promovidos entre 
mujeres lideresas y autoridades de 
los GAIOC de tierras bajas incluidos 
en el presente estudio. 

Análisis de la autonomía 
indígena del TIM

El proceso de consolidación del Go-
bierno Indígena Autónomo (GIA) del 
TIM revela una compleja intersección 
entre la búsqueda de autogobierno, 
la persistencia de graves desafíos so-
ciales (especialmente en salud y vio-
lencia) y la transformación del rol de 
las mujeres como agentes activos en 
la defensa territorial y social. La tran-
sición a la autonomía ha expuesto 
tanto el potencial de la gobernanza 
comunal como la cruda realidad de la 
desatención estatal, que puede sinte-
tizarse en los siguientes puntos:

a.	 La paradoja de la autonomía: 
desatención en servicios 
esenciales 

La principal tensión generada por la 
autonomía radica en el abandono 
institucional en áreas vitales como la 
salud y la educación.

•	 Crisis sanitaria por falta de con-
venios: El GIA TIM, al constituirse 
como gobierno autónomo, perdió 
los convenios de atención con el 
GAM de San Ignacio y el GAM de 
Trinidad. Actualmente, la pobla-
ción indígena (en aspectos de sa-
lud materno-infantil y obstétrica) 
no es atendida en hospitales cer-
canos sin un convenio firmado, 
un requisito que el GIA TIM debe 
gestionar también con el SLIM, 
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las Defensorías de la Niñez y Ado-
lescencia (DNA) y los hospitales.  
De hecho, la atención se limita a 
emergencias. La única opción es la 
medicina privada, que excluye a la 
mayoría de la población por falta 
de recursos y expone a las mujeres 
indígenas al maltrato y la discrimi-
nación.

•	 Violencia obstétrica y alternativas 
culturales: La falta de “calidez y ca-
lidad” en la atención, la ausencia 
de privacidad y la violencia obsté-
trica (burlas, exposición del cuerpo 
de las mujeres indígenas, falta de 
información, prejuicios, ignorancia 
de contenidos de prácticas bajo el 
modelo SAFCI, falta de atención 
oportuna y eficaz de una emer-
gencia) han provocado el abando-
no de los centros de salud. Como 
alternativa, las mujeres recurren a 
las parteras y a las prácticas ances-
trales de salud, buscando seguri-
dad, autogestión y un trato cultu-
ralmente apropiado.

•	 Violencia estructural y falta de re-
cursos: El GIA TIM está en una fase 
crítica donde la autonomía políti-
ca no se ha traducido aún en “vivir 
mejor” para su población, particu-
larmente para las mujeres, niñas y 
niños. La lucha por la autonomía 
se ha convertido en una lucha co-
lectiva de las mujeres por la su-
pervivencia familiar, la dignidad y 
el acceso a derechos básicos. Para 
que la autonomía sea efectiva es 
imperativo que el GIA TIM cumpla 
las siguientes tareas:

	- Priorice la firma de convenios de 
salud y servicios con municipios 
cercanos.

	- Combata la discriminación in-
terna hacia la Subcentral de Mu-
jeres y las reconozca como un 
componente clave en la preven-
ción de violencia.

	- Implemente rutas críticas con-
textualizadas que utilicen la 
JIOC para prevención y pro-
tección, articulando de manera 
obligatoria y efectiva con la jus-
ticia ordinaria en casos graves.

	- Vincule el monitoreo socioam-
biental a cargo de las mujeres 
con la visualización de las ne-
cesidades específicas en sus 
comunidades (infraestructura, 
límites, servicios), que histórica-
mente han estado relegadas.

	- Asuma que el rol de control y 
fiscalización al Ejecutivo del 
GIA, sobre todo el que provie-
ne de las organizaciones de las 
mujeres, asegura que los recur-
sos y los mandatos del Estatuto 
se cumplan y vayan a las áreas 
esenciales (salud, educación, ca-
minos, agua).

•	 Violencia estructural: La lucha por 
el territorio es también una forma 
de combatir la violencia estruc-
tural que se “filtra en la vida coti-
diana” y en las normas de lo que 
hacen o no, incluyendo la violencia 
económica que podría surgir de la 
mala administración de los pro-
yectos productivos (que son muy 
demandados).
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b.	 Justicia indígena (JIOC) y 
violencia 

El TIM cuenta con sus propias normas 
de justicia indígena, con el cacique y 
el corregidor como “abogados de la 
comunidad” que ejercen un castigo 
tradicional para lograr la “armonía co-
munal” o justicia restaurativa (“com-
ponerse”). Sin embargo, en el campo 
del ejercicio de la JIOC se registran 
las siguientes problemáticas ligadas a 
la aparición de la violencia: 

•	 Límites de competencia: La JIOC 
se encarga de la violencia intra-
familiar y los conflictos menores. 
Sin embargo, los casos más gra-
ves (feminicidio, violación) no son 
atendidos internamente y deben 
ser derivados, lo cual es ineficaz 
debido a la falta de coordinación 
y la posterior negación de la vícti-
ma de denunciar ante la autoridad 
ordinaria.

•	 Reincidencia y desconocimiento 
de la Ley 348: La violencia fami-
liar ha disminuido ligeramente, en 
parte por el miedo a las sanciones 
de la Ley 348. No obstante, el des-
conocimiento real de su contenido 
legal y la naturalización del mal-
trato (incluso por parte de la vícti-
ma, aun si existe la petición de los 
propios hijos e hijas de arrestar al 
agresor) mantienen la problemáti-
ca.

•	 Desafíos y discriminación: Las mu-
jeres enfrentan formas de discri-
minación por el GIA TIM y desdén 
de los líderes varones hacia sus ta-

lleres de empoderamiento. Se re-
gistra mucho temor de parte de las 
mujeres adultas a participar, a ser 
ridiculizadas, a hablar en público o 
a ser criminalizadas por su rol de 
defensoras. Algunas afirman ha-
ber vivido episodios de violencia 
verbal y discriminación en su rol 
de autoridades al brindar ayuda a 
otras víctimas.

•	 Violencia estructural: Se identifica 
una violencia estructural que se 
filtra en la vida cotidiana, que el 
GIA TIM no logra abordar integral-
mente, vinculada con la falta de 
servicios educativos de calidad, de 
acceso a la salud, de vías de comu-
nicación y transporte que vincule 
a las comunidades con los centros 
urbanos y permita a las mujeres 
salir de su aislamiento.

c.	 El protagonismo de las 
mujeres y jóvenes lideresas 

El diagnóstico realizado en el TIM 
adquiere una relevancia especial al 
contrastarse con los mandatos de la 
Subcentral de Mujeres del TIM, cuyas 
componentes han liderado la cons-
trucción de una propuesta de resolu-
ción de conflictos que busca “territo-
rializar” la Ley 348.

A diferencia de la justicia ordinaria, 
centrada en la sanción individual, el 
Estatuto de la Subcentral de Mujeres 
del TIM y sus propuestas normativas 
internas se fundamentan en tres pila-
res para enfrentar la violencia:
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1. El reconocimiento de la 
autoridad femenina

El Estatuto de la Subcentral de Mu-
jeres establece que la atención de 
casos de violencia debe contar obli-
gatoriamente con la participación de 
las autoridades mujeres (corregidoras 
o dirigentas de la Subcentral). Esto 
responde directamente al Art. 41.I, 
de la Ley 348, pero también lo pro-
fundiza, al exigir que la intervención 
no sea solo un acompañamiento, sino 
una toma de decisión con pertinen-
cia cultural que evite que el agresor 
utilice el sistema comunitario para 
mantener su impunidad.

2. La justicia como 
restitución del 
equilibrio

En la cosmovisión del TIM, la violen-
cia contra las mujeres es entendida 
como una ruptura de la armonía del 
territorio y de la comunidad. Por ello, 
su propuesta de resolución incluye 
medidas de restitución y/o sanción 
comunitaria. Si bien se respetan las 
exclusiones de la Ley de Deslinde 
(derivando delitos graves como el 
feminicidio), para casos de violencia 
familiar se propone que la sanción 
comunitaria (trabajos comunitarios 
o expulsión en casos de reincidencia 
extrema) sea reconocida por el Esta-
do como una forma válida de justicia 
que previene la escalada de la violen-
cia.

3. El rol de las 
corregidoras en la ruta 
de atención

La propuesta del TIM establece una 
ruta crítica donde la corregidora es la 
primera instancia de recepción. Se-
gún los contenidos analizados de sus 
normas propias, se propone como fa-
ses a seguir: 

•	 La contención: La autoridad local 
aplica medidas de protección in-
mediatas (separación temporal, 
resguardo de la víctima).

•	 La derivación: En cumplimiento 
del Art. 41.II, de la Ley 348, se po-
dría coordinar con la justicia ordi-
naria, pero bajo un protocolo de 
seguimiento donde la Subcentral 
de Mujeres vigila que las autorida-
des estatales (Fiscalía y Policía) no 
vulneren los derechos de la mujer 
indígena por falta de intérpretes o 
racismo.

La Subcentral de Mujeres del TIM 
emerge entonces como el motor de 
la transformación social y política en 
el territorio, pese a enfrentar resis-
tencia y discriminación incluso den-
tro del GIA TIM. 

Además, a partir de su organización 
en comités, las mujeres concentran su 
trabajo en destacar como “políticas” 
las necesidades vitales comunales, 
como el acceso al agua, salud, elec-
tricidad, educación, para conseguir 
beneficios esenciales, demostrando 
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que son el “apoyo a la comunidad en 
lo esencial”19.

Por otra parte, durante el proceso 
de validación, se destacó que la pro-
puesta del TIM subsana el “vacío de 
derivación”, pues mientras la Ley 348 
ve a la JIOC como una instancia pasi-
va, las mujeres del TIM proponen una 
jurisdicción activa, donde el GIA TIM 
tenga la competencia de monitorear 
los casos, asegurando que la “justicia 
estatal” cumpla con los estándares de 
reparación integral que exige la Cons-
titución.

Como vemos, la propuesta de la Sub-
central de Mujeres del TIM muestra 
que la autonomía indígena podría 
ser la herramienta más efectiva para 
operativizar la Ley 348, pues su es-
tatuto no contradice la ley nacional, 
sino que la enriquece, dotándola de 
la cercanía y la legitimidad cultural de 
la que carece el sistema ordinario.

Finalmente, cabe destacar que, en ese 
campo de participación y propuesta, 
prevalece también el rol de las nue-
vas generaciones, donde las jóvenes 
lideresas (hijas de líderes históricas) 
son las más activas, asumiendo cargos 
orgánicos a temprana edad (desde 
los 16 años) y participando en el mo-
nitoreo territorial y relevamiento de 
los problemas territoriales urgentes. 
Son justamente ellas quienes ponen 
el énfasis en la conservación territo-

rial y ven el cargo político como un 
“trampolín de libertad” para salir de 
la timidez y la autopercepción nega-
tiva que pueden tener como mujeres 
con capacidad de liderazgo y partici-
pación.

d.	 Ley 348 y justicia restaurativa 
(“componerse”): Un dilema 
jurídico

La justicia restaurativa, articulada en 
la JIOC bajo la lógica del “componer-
se”, busca la armonía comunal y la re-
paración del daño más que el castigo. 
Esta lógica choca frontalmente con la 
legislación ordinaria boliviana, espe-
cíficamente con la Ley 348.

El mecanismo del “componerse” y la 
lógica de justicia restaurativa en el 
TIM se centran en los siguientes pun-
tos:

•	 Restauración y rehabilitación: El 
objetivo primario del cabildo, el 
cacique y el corregidor es que el 
agresor se “componga” y resta-
blezca la convivencia armónica. 
Las sanciones (chicote, llamadas 
de atención, actas de compromiso) 
buscan corregir al culpable dentro 
de la comunidad.

•	 Gestión de conflictos menores: El 
sistema es funcional y bien acep-
tado para violencia intrafamiliar de 
baja intensidad y conflictos meno-

19 Subcentral de Mujeres del TIM (2023), Estatuto Orgánico y Reglamentos de Justicia Indígena: 
Propuestas para la atención de la violencia de género, San Ignacio de Moxos, Beni.
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res, donde la víctima puede desear 
la continuidad de la relación fami-
liar o comunal.

•	 Énfasis en la prevención: Las auto-
ridades indígenas se enfocan en la 
prevención y protección a mujeres 
y niñez e infancia, utilizando esta 
lógica de justicia para detener el 
maltrato antes de que escale, apo-
yados por la Subcentral de Mujeres. 
Por su parte, la Ley 348 establece 
el principio de cero tolerancia a la 
violencia contra las mujeres y tipi-
fica la violencia como un delito de 
orden público, lo que implica que 
el proceso no puede ser desisti-
do o conciliado por la víctima una 
vez iniciada la denuncia (excepto 
en casos muy específicos que no 
incluyen violencia física o sexual 
grave).

•	 Violación del principio de no con-
ciliación: La propuesta de “compo-
nerse” en casos de violencia física 
o psicológica contraviene direc-
tamente el espíritu de la Ley 348, 
que busca romper el ciclo de la 
impunidad y la reincidencia que 
permite el “perdón” reiterado de 
los agresores.

Sin embargo, existe la posibilidad de 
que, en el marco de existencia de una 
cultura patriarcal, la aplicación de la 
JIOC esté simultáneamente en ma-
nos de autoridades que son juez y 
parte, por algún lazo de parentesco o 
amistad con los agresores, o que ellos 
mismos incurran en delitos vincula-
dos con violencia basada en género y 
mantenerse sin sanción. Así, la justicia 
comunitaria, ejercida por dirigentes 
con prácticas machistas, puede favo-
recer a los agresores, especialmente 
cuando pertenecen a sus familias. 
Esto genera desconfianza en los me-
canismos locales de resolución de 
conflictos y perpetúa la impunidad.

Por último, hay que destacar aquí que 
la viabilidad de la justicia restaurati-
va en el contexto de la violencia de 
género dentro de espacios como el 
TIM depende de una articulación co-
herente y de la contextualización de 
la ruta crítica, que podría seguir la si-
guiente lógica: 
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Cuadro 4. Complementación de la justicia restaurativa y coercitiva
Desafío  

propuesta Rol de la JIOC (restaurativa) Rol del Estado (punitivo/
preventivo)

Ruta crítica 
contextualizada

Concentrarse en la prevención, 
protección y contención (antes del 
delito grave) y en la rehabilitación 
en conflictos menores. Definir si 
la obtención de justicia para las 
víctimas de violencia es más factible 
si se emplea normas comunitarias 
o acudiendo al sistema jurídico 
ordinario.

Asegurar el seguimiento y 
sanción de la reincidencia y de 
los delitos graves (feminicidio, 
violación).

“Abuso de la 
norma”

Capacitación profunda en la Ley 348 
para evitar que las mujeres (o sus 
parientes) presenten falsas denuncias 
por beneficios o que se use la ley 
como “amenaza”, garantizando que 
los casos sean “bien evaluados”.

Garantizar que el SLIM 
tenga la capacidad técnica 
para diferenciar y evaluar 
correctamente las denuncias.

Coordinación y 
convenios

Establecer convenios claros (en temas 
de salud, violencia, atención) con 
los GAM y el SLIM para asegurar la 
derivación efectiva y la atención, en 
lugar de que se mande a la víctima de 
una instancia a otra.

Respetar la jurisdicción 
indígena en los temas de 
competencia propia, pero dar 
prioridad al derecho a una vida 
libre de violencia de la víctima 
sobre la armonía comunal 
cuando hay riesgo.

Fuente: Elaboración propia.

En síntesis, el modelo de “compo-
nerse” es valioso para la prevención y 
la cohesión social, pero es inviable y 
peligroso como respuesta única a la 
violencia de género grave. La solución 
pasa por que la JIOC se apropie de la 
prevención (conocimiento profundo 
de la Ley 348) y que el GIA TIM exi-
ja al Estado un convenio vinculante 
que respete los límites de la justicia 
comunitaria y garantice la sanción de 
la violencia grave bajo la jurisdicción 
ordinaria.

Análisis de las 
autonomías indígenas 
en territorio guaraní 
(Charagua, Huacaya y 
Kereimba Iyaambae)

A lo largo de su historia, en Bolivia, el 
pueblo guaraní enfrentó un comple-
jo escenario en la construcción y re-
diseño de su sistema de justicia. Este 
proceso se encuentra atravesado por 
la tensión entre usos y costumbres, 
derechos humanos y la convivencia 
comunal. 
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La problemática se agudiza en con-
textos de pobreza, violencia estructu-
ral y prácticas culturales patriarcales 
arraigadas, lo que plantea la necesi-
dad de repensar las formas de reso-
lución de conflictos y de garantizar 
la protección de los derechos funda-
mentales.

Así, a pesar de compartir una raíz cul-
tural común, los tres territorios gua-
raníes analizados presentan matices 
distintos en el manejo de la violencia 
de género, determinados por su nivel 
de consolidación autonómica y su re-
lación con el sistema estatal.

En el caso de Charagua Iyambae, que 
viene a ser la autonomía más avan-
zada, la respuesta a la violencia se ha 
centrado en la creación de protoco-
los de coordinación entre la JIOC y la 
jurisdicción ordinaria. 

Sin embargo, se observa una tensión 
constante: mientras la Ley 348 prohí-
be conciliar, la práctica guaraní busca 
el mboroaihu (restablecer la armonía) 
y la solución propuesta por las muje-
res es que la justicia comunitaria se 
especialice en medidas de protec-
ción inmediata antes de que el caso 
llegue a la Fiscalía del Estado.

En el caso de Huacaya, la violencia 
de género está fuertemente invisibi-
lizada por la falta de infraestructura 
estatal. Las soluciones suelen recaer 
exclusivamente en las autoridades 
tradicionales. Aquí, el riesgo identifi-
cado en los talleres es que la “solu-
ción” comunal a veces prioriza la uni-

dad familiar sobre la seguridad de las 
mujeres, lo que refuerza la necesidad 
de implementar Casas Comunitarias 
de la Mujer, que operen de forma au-
tónoma y reconocida por el GAM.

Finalmente, en el caso de Kereimba 
Iyaambae, la autonomía de más re-
ciente consolidación, el sistema de 
justicia está en pleno rediseño. La 
violencia de género se aborda desde 
un enfoque de derechos humanos e 
interculturalidad y la propuesta in-
novadora en este territorio es la inte-
gración de promotoras comunitarias 
que no solo acompañen, sino que fis-
calicen que las autoridades indígenas 
cumplan con los estándares de pro-
tección de la Ley 348.

En suma, a diferencia de la justicia es-
tatal, que es punitiva y carcelaria, los 
tres territorios del Chaco coinciden 
en que la solución efectiva debe ser 
integral. Como señala Sieder (2017), la 
justicia para las mujeres indígenas en 
el Chaco no será plena hasta que se 
logre una “traducción intercultural” 
de la Ley 348, donde el Estado respe-
te la autoridad indígena, pero la co-
munidad garantice que ningún uso o 
costumbre sea superior a la vida de 
las mujeres.

A continuación, se menciona un con-
junto de hallazgos comparativos en 
materia de cuellos de botella o pro-
blematización ligados a la manifesta-
ción de la violencia en los tres terri-
torios:
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e.	 Violencia y justicia en el 
marco autonómico

Si bien existen mecanismos de res-
puesta frente a delitos graves como 
el asesinato y la violencia sexual, los 
GAIOC del Chaco carecen de solu-
ciones efectivas para violencias con-
sideradas menores, como la violencia 
familiar o comunitaria. Esta ausencia 
limita la capacidad de las comunida-
des para enfrentar problemáticas co-
tidianas que afectan directamente la 
cohesión social y la participación de 
las mujeres.

La Ley 348, que tipifica y sanciona di-
versas formas de violencia contra las 
mujeres, constituye un instrumento 
fundamental. Sin embargo, su sociali-
zación en las comunidades guaraníes 
de Charagua, Huacaya y Kereimba es 
aún insuficiente. 

En el caso de Huacaya y Kereimba, se 
destacó que la falta de información 
clara sobre rutas de denuncia y la es-
casez de recursos institucionales difi-
cultan la aplicación efectiva de la nor-
ma. Además, la estructura legislativa 
de la autonomía indígena, dominada 
por autoridades masculinas, reprodu-
ce desigualdades de género y limita 
la inclusión de las mujeres en espa-
cios de liderazgo. En el caso de Cha-
ragua, este fenómeno ha sido aborda-
do mediante la inclusión paritaria de 
autoridades mujeres que abordan la 
violencia de género apoyándose en 
la interlegalidad; es decir, recurriendo 
a la posibilidad de remitir casos de 

denuncia a instancias municipales ya 
presentes en sus territorios, como los 
SLIM.

Con todo, en los tres territorios auto-
nómicos analizados, las comunidades 
guaraníes enfrentan serias limitacio-
nes en materia de infraestructura ju-
dicial y servicios básicos. La ausencia 
de juzgados y personal especializado 
obliga a trasladarse a ciudades más 
grandes, lo que incrementa la brecha 
de acceso a la justicia. Asimismo, la 
falta de transporte escolar, la preca-
riedad educativa y las muertes por 
negligencia médica evidencian un 
déficit estructural en la garantía de 
derechos.

f.	 Dimensiones de la violencia

En los tres territorios guaraníes anali-
zados, la violencia contra las mujeres 
se manifiesta en múltiples dimensio-
nes:

•	 Violencia familiar y de género: Las 
mujeres son relegadas al ámbito 
privado, lo que restringe su parti-
cipación en la vida comunal y po-
lítica.

•	 Violencia generacional: Niños, ni-
ñas y adolescentes sufren maltrato 
y carecen de mecanismos de pro-
tección adecuados.

•	 Violencia económica: La falta de 
acceso a recursos productivos y 
proyectos propios limita la auto-
nomía de las mujeres y jóvenes.

•	 Violencia cultural y obstétrica: 
Prácticas médicas negligentes y 
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discriminatorias se entrelazan con 
la cosmovisión local, generando 
vulneraciones adicionales.

•	 El embarazo adolescente y la resis-
tencia a liderazgos juveniles refle-
jan la persistencia de estructuras 
sociales que obstaculizan la trans-
formación cultural y política.

Lo anterior remite al hecho de que, 
para entender la violencia en el Cha-
co boliviano, es necesario aplicar la 
categoría de “violencia colonial”, la 
cual, según Rivera Cusicanqui (2010), 
no es un evento del pasado, sino una 
estructura que sigue operando y hace 
que la violencia tenga también un 
carácter epistémico y simbólico, re-
lacionando la misma con formas de 
machismo socializadas que se disfra-
zan de “tradición” o “usos y costum-
bres”, y que en muchos casos buscan 
evitar que las mujeres asuman roles 
de mburuvicha (autoridad). 

Paralelamente, la falta de mecanis-
mos de protección para niños, niñas 
y adolescentes responde a una visión 
adultocéntrica del derecho, que se 
expresa desde el ámbito estatal en 
no priorizar la creación o el sosteni-
miento de las DNA.  Esto hace que 
los NNA queden en una “zona de no 
derecho” (Sieder, 2017), donde el mal-
trato se normaliza bajo la lógica del 
castigo educativo, omitiendo el inte-
rés superior del niño o la niña20. De 
igual modo, el embarazo a temprana 
edad a menudo es la única “salida” o 
rol social disponible para las jóvenes 

ante la falta de proyectos de vida o 
alternativas económicas. 

g.	 Organizaciones de mujeres: 
el temor al paralelismo y sus 
implicaciones

El temor a que surjan instancias o 
grupos paralelos que capten recursos 
y trabajen en áreas clave como la pro-
ductividad y la igualdad de género es 
una preocupación central de las or-
ganizaciones mixtas ya consolidadas, 
como la Asamblea del Pueblo Guara-
ní (APG). Así, los grupos de jóvenes o 
de mujeres que busquen crear arti-
culaciones o bases en lo productivo 
son vistos con recelo (al menos en el 
ámbito territorial de Charagua), pues 
se teme que el paralelismo incluya 
la captación de recursos más allá del 
GAIOC. 

Este miedo surge porque el desarro-
llo de las AIOC se da en un contexto 
de escasez, donde la lucha por obte-
ner financiamiento es vital. En Hua-
caya, Charagua y Kereimba se registra 
esta situación en la que se percibe 
que cualquier iniciativa que pueda 
desviar o captar fondos es una ame-
naza a la sostenibilidad de las estruc-
turas existentes.

De igual modo, se considera que la 
creación de organizaciones de muje-
res, como las que existen en el TIM, 
puede tener consecuencias negati-
vas, pues se asume que podrían llevar 
a la fragmentación de la representa-

20 Sieder (2017), Rivera (2010) y Cumes (2012). 
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ción y a la dilución del poder y de la 
experiencia que han acumulado las 
organizaciones históricas (como las 
lideresas autoformadas de la APG).  

h.	 Propuestas de jóvenes: 
resistencia y renovación

Las propuestas de los grupos de jó-
venes, aunque innovadoras y alinea-
das con la igualdad de género, son a 
menudo resistidas por las estructuras 
más antiguas, los ancianos y las au-
toridades tradicionales, quienes los 
señalan para acrecentar la preocupa-
ción por el paralelismo. Este contexto 
da cuenta de una crisis de relevo ge-
neracional en los tres territorios.

i.	 Conexión con la violencia 
política 

La resistencia y el temor al paralelis-
mo se vinculan directamente con la 
violencia política encubierta. Si las 
autoridades muestran poca valora-
ción a la capacitación de las mujeres 
y lo que implica prepararse y trans-
mitir derechos en el territorio, es ló-
gico que una nueva fuerza que logra 
captar recursos o generar propuestas 
sea vista con desconfianza, en lugar 
de ser integrada.
En este contexto, la Subcentral de 
Mujeres del TIM es un ejemplo positi-
vo, ya que existe como organización y 
ha logrado un gran avance. El desafío 

es conseguir que las propuestas ju-
veniles se articulen y complementen 
la experiencia de las organizaciones 
existentes, en lugar de generar una 
competencia por recursos escasos.

En ese marco, cabe analizar también 
la violencia política encubierta, ya 
que ella es la manifestación de la vio-
lencia estructural que se ejerce des-
de dentro de las propias estructuras 
de la autonomía indígena originario 
campesina y que socava el empode-
ramiento de las mujeres y la juventud.
La violencia política encubierta no es 
una agresión física o verbal directa, 
sino una forma de violencia estruc-
tural e institucional ejercida por las 
propias autoridades, lo cual genera 
un obstáculo interno para el desarro-
llo de la autonomía de las mujeres21.  
La forma más clara en que esta vio-
lencia se manifiesta es a través de la 
desvalorización y la falta de reconoci-
miento del crecimiento y esfuerzo de 
las mujeres y jóvenes:

•	 Poca valoración a la capacitación: 
Existe poca valoración a la capaci-
tación en talleres y al crecimiento 
de las mujeres que ingresan a esa 
dinámica. 

•	 Desprecio al liderazgo territorial: 
Se devalúa lo que implica para las 
mujeres prepararse y transmitir sus 
saberes en lo territorial, en dere-
chos, en autonomía.

21 Rivera (2010).
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Cuadro 5: Manifestaciones de violencia política encubierta referida por mujeres y 
jóvenes en los territorios indígenas investigados 

Elemento Relación con la violencia política encubierta

Resistencia a 
las propuestas 
innovadoras

Las propuestas innovadoras de los grupos de jóvenes (talleres, 
emprendimientos sin criterios machistas) son resistidas. Esto se 
debe a que la autoridad no valora el crecimiento en esos campos, 
percibiendo a los nuevos liderazgos como una amenaza o una 
desviación, en lugar de una contribución.

Generación de 
paralelismo

Las organizaciones sociales temen que estos grupos o instancias 
“paralelas” capten recursos más allá del GAIOC. Este temor se 
origina porque, al no haber reconocimiento institucional y apoyo 
presupuestario a sus procesos de empoderamiento, los grupos 
emergentes (jóvenes) se ven obligados a buscar financiamiento 
fuera de la estructura del GAIOC, creando una estructura de facto 
que compite por recursos escasos.

Obstrucción 
al liderazgo 
femenino

La violencia política encubierta se suma a la resistencia a la 
renovación de liderazgos y a las visiones diversas de las mujeres 
jóvenes. Al devaluar su proceso de empoderamiento, se limita 
su participación y su posibilidad de asumir roles de decisión y 
propuesta dentro de las estructuras formales.

Fuente: Elaboración propia, con base en los intercambios sostenidos en los dos Encuentros 
de validación y diálogo entre mujeres de las AIOC.

En conclusión, la violencia política 
encubierta perpetúa el problema al 
deslegitimar los avances de las mu-
jeres en el campo de los derechos y 
la autonomía. Para que la JIOC y los 
GAIOC logren una verdadera autono-
mía que repare la postergación his-
tórica de derechos, es indispensable 
que las autoridades originarias inter-
pelen esta forma de violencia y brin-
den reconocimiento y apoyo presu-
puestario a las lideresas, promotoras 
y grupos de jóvenes, integrando sus 
propuestas en la gestión territorial.

j.	 Violencia en servicios 

Las mujeres están sometidas, des-
de el ámbito estatal, a carencias de 
atención en servicios (educativo, eco-
nómico, salud), que en el fondo cons-
tituyen parte clave de las demandas 
presentadas en sus estatutos autonó-
micos en materia de derecho al de-
sarrollo. Pero viven también formas 
de violencia cultural que se traducen, 
por ejemplo, en no ser atendidas en 
su idioma en los centros de salud o 
en no contemplar su cosmovisión en 
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la atención del parto y en la preser-
vación de sus derechos sexuales y re-
productivos, hecho este último que 
puede generar el riesgo de violencia 
obstétrica.

k.	 Perspectivas de 
transformación

El pueblo guaraní vive una tensión 
constante entre machismo, recupera-
ción territorial, resistencia cultural y 
nuevas formas de violencia. La auto-
nomía indígena se presenta entonces 
como una oportunidad para construir 
respuestas contextualizadas y cultu-
ralmente pertinentes. Sin embargo, 
ello exige superar las limitaciones ins-
titucionales, garantizar la igualdad de 
género y fortalecer la participación 
comunitaria. Solo así será posible 
avanzar hacia un sistema de justicia 
que articule usos y costumbres con 
derechos humanos, respondiendo a 
las necesidades concretas de cada te-
rritorio (CIPCA, 2026).

Las comunidades guaraníes de los 
tres territorios enfrentan además li-
mitaciones en infraestructura judicial 
y de servicios básicos. La ausencia de 
juzgados y personal especializado 
obliga a trasladarse a ciudades más 
grandes, aumentando la brecha de 
acceso a la justicia. La precariedad 
educativa, la falta de transporte esco-
lar y las muertes por negligencia mé-
dica evidencian un déficit estructural 
en la garantía de derechos. Asimismo, 
la justicia comunitaria, ejercida por 
dirigentes con prácticas machistas, 
puede favorecer a los agresores, ge-

nerando desconfianza y perpetuando 
la impunidad.

Elementos comunes 
en relación con las 
violencias en tierras 
bajas

Para concluir este acápite, cabe des-
tacar algunos elementos comunes en 
materia de vivencia de violencias en 
los territorios indígenas de las AIOC 
de tierras bajas, en relación con la Ley 
348 y sus contenidos:   

a)	 La existencia de una cultura ma-
chista profundamente arraiga-
da que genera un entramado de 
opresiones sistémicas que con-
vergen en el territorio y que ac-
túa como un filtro distorsionador 
de la Ley 348. Esta cultura no solo 
normaliza la violencia en el ámbi-
to privado, sino que instrumenta-
liza los “usos y costumbres” para 
restringir la participación política 
de las mujeres y deslegitimar sus 
denuncias ante la JIOC. Como 
sostiene Cumes (2012), este “pa-
triarcado colonial” no es una he-
rencia indígena ancestral pura, 
sino una fusión de estructuras de 
dominio que han configurado un 
sistema donde el cuerpo de las 
mujeres es el primer territorio de 
conquista y control, dificultando 
que la normativa estatal sea per-
cibida como un recurso de pro-
tección real y no como una im-
posición externa.
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b)	 Asimismo, el análisis comparativo 
entre los territorios del TIM y el 
Chaco revela que la efectividad 
de la Ley 348 se ve socavada por 
una brecha de implementación 
intercultural que la bibliogra-
fía contemporánea define como 
“violencia institucional racializa-
da”. Autoras como Rachel Sieder 
(2017) enfatizan que, mientras 
la ley no reconozca las barreras 
geográficas y lingüísticas que en-
frentan las mujeres indígenas, la 
“ruta crítica” de la denuncia se-
guirá siendo un mecanismo de 
exclusión. La falta de servicios 
estatales con pertinencia cultural 
en las AIOC obliga a las mujeres 
a navegar entre un sistema ordi-
nario que las discrimina y un sis-
tema comunitario que, en ocasio-
nes, prioriza la “armonía familiar” 
sobre la integridad física de las 
mujeres. Por tanto, la superación 
de la violencia en tierras bajas 
exige un diálogo interjurisdiccio-
nal que desmonte el machismo 
estructural y dote a las autorida-
des indígenas de herramientas de 
protección que no dependan de 
la conciliación, garantizando que 
el pluralismo jurídico sea, efecti-
vamente, una vía hacia la despa-
triarcalización y la justicia de re-
conocimiento.

c)	 En los cuatro ámbitos geográficos 
abordados, las mujeres destacan 
la existencia de casos de violen-
cia y maltrato generalizado, con 
limitado conocimiento de las ti-
pologías de las violencias inscri-
tos en la 348. Si bien se conoce 

que esta ley penaliza la violencia, 
y existe un uso estratégico de la 
misma para generar temor en po-
tenciales agresores, se carece de 
información clara sobre su conte-
nido, alcance, objeto y las tipolo-
gías de violencia. El conocimien-
to se limita a las violencias física y 
sexual, mientras que otras como 
la psicológica y verbal o econó-
mica requieren mayor visibilidad.

d)	 Se evidencia también que los 
niveles de postergación en el 
acceso a una vida digna, en re-
lación con servicios básicos, son 
preocupantes. Esto da cuenta de 
la persistencia de una violencia 
estructural en la que las mujeres 
son sometidas a otras formas de 
violencia por el sistema estatal 
de servicios —en ámbitos como 
el educativo, económico y de sa-
lud— que están en contra de las 
demandas de derechos vincula-
das al vivir bien que figuran en 
sus estatutos orgánicos. 

e)	 En todos los territorios se identifi-
ca la violencia política encubierta 
por parte de las autoridades, con 
poca valoración al crecimiento 
de las mujeres en capacitación, 
autonomía y derechos; se desta-
ca la existencia de una violencia 
estructural que se relaciona con 
las políticas de Estado, los mo-
delos extractivos y sus efectos 
medioambientales e impactos en 
el ”vivir bien”.

f)	 A nivel de problemáticas comu-
nitarias clave, se destaca el nú-
mero elevado de casos de vio-
lencia intrafamiliar, abandono y 
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violencia sexual contra niñas, ni-
ños y adolescentes (NNA); el em-
barazo adolescente; el fenómeno 
de la migración, que repercute 
en la feminización de la pobreza, 
el abandono de la comunidad, 
la violencia económica, la discri-
minación y las dificultades en el 
acceso a proyectos productivos y 
créditos.

g)	 En cuanto a los obstáculos en la 
ruta de la justicia, se destacan: 
i) la falta de información sobre 
derechos y procedimientos de 
denuncia; ii) la participación de 
las mujeres limitada por la vio-
lencia y el control marital; iii) las 
denuncias al SLIM (Servicios Le-
gales Integrales Municipales) en-
focadas en pensión alimentaria, 
abandono y crisis económica; iv) 
la limitación de recursos en SLIM, 
DNA y otras dependencias; v) la 
ausencia de instancias judiciales 
cercanas (Fiscalías, FELCC, FEL-
CV), obligando a las víctimas a 
trasladarse a lugares lejanos (Ca-
bezas, Camiri, Santa Cruz, Trini-
dad) sin recursos para transporte 
y sin acuerdos con centros de sa-
lud; vi) la falta de denuncia mu-
chas veces por desconocimiento 
de la violencia, falta de atención/
contención y dependencia eco-
nómica.

A pesar de los desafíos, se identifican 
también algunas iniciativas y pro-
puestas para enfrentar la violencia:

•	 Avances en prevención: Se ha lo-
grado un avance en la prevención 
en unidades educativas. 

•	 Grupos de jóvenes: Existen gru-
pos juveniles de hombres y mu-
jeres que proponen alternativas 
productivas e igualdad de género 
mediante talleres sobre violencia, 
capacitación en la Ley 348 y em-
prendimientos sin criterios ma-
chistas, aunque estas propuestas 
son a veces resistidas.

•	 Fortalecimiento comunitario:

	- El foco en la prevención es más 
efectivo, contando con la capa-
citación de promotoras y muje-
res lideresas con compromiso 
en la difusión y réplica de la in-
formación.

	- Capacitación y aumento de pro-
motoras comunitarias que en-
tiendan usos y costumbres y la 
realidad para aplicar la Ley 348.

	- Las promotoras deben coordi-
nar con el SLIM para monitorear 
casos y decidir el mejor aborda-
je (preventivo, de atención, tera-
péutico, etc.).
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Como se ha venido señalando en las 
páginas previas, la JIOC y las estruc-
turas de los Gobiernos Autónomos 
Indígena Originario Campesinos de 
tierras bajas son vistas como espacios 
clave para la respuesta a las violencias 
porque se apuesta por la posibilidad 
de recurrir a las potencialidades de la 
autonomía y la autogestión de la pro-
pia normativa, así como a la interle-
galidad y los avances normativos en 
materia de derechos humanos de las 
mujeres y vida libre de violencia ins-
talados en el país hasta la fecha.  

Desde esta mirada, el aparato nor-
mativo pasa a ser una herramienta 
emancipatoria, siempre y cuando se 
considere que el mismo se modifica y 
responde a contextos cambiantes y a 
necesidades y perspectivas que tam-
bién se transforman y evolucionan, 
en línea con el propio concepto de 
justicia social y la aparición de nuevas 
amenazas a su concreción.

En ese marco, en medio de los deba-
tes colectivos sostenidos con las mu-

jeres participantes de los diálogos y 
encuentros para conocer la situación 
en materia de violencias en las AIOC 
de tierras bajas, ha sido importante 
situar la reflexión teniendo presente 
que existe una jerarquía normativa 
que coloca las leyes generadas en el 
ámbito de la autonomía indígena y 
los GAIOC en el mismo nivel que la 
normativa nacional.

Esta jerarquía se sujeta al artículo 410 
de la CPE, que, siguiendo el mode-
lo de la pirámide de Kelsen, destaca 
que, en un sistema estatal clásico, la 
estructura normativa suele colocar a 
la CPE en la cima del ordenamiento —
seguida de los tratados internaciona-
les en materia de derechos humanos, 
las normas nacionales, los decretos y 
reglamentos y las sentencias y con-
tratos—, en el contexto boliviano, con 
la vigencia de los GAIOC, se incluye 
la perspectiva del pluralismo jurídico 
igualitario.

 
Ello ha implicado darle a la JIOC un 
rango constitucional, lo que significa 

El desafío de la justicia indígena 
originario campesina (JIOC)

Cuarta parte
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Cuadro 6. Jerarquía normativa 

Fuente: Constitución Política del Estado, Arts 410 y 410, I.

Emitidos por la Presidenta o 
el Presidente en el marco de 
sus atribuciones específicas.

Emitidos por la Presidenta o 
el Presidente del Estado en el 
ámbito de sus competencias.

Leyes nacionales, leyes marco, 
estatutos autonómicos y 
normativa subnacional.

Ratificados por Bolivia, que 
reconocen derechos humanos 
y que han sido aprobados 
mediante ley, tienen jerarquía 
constitucional.

Es la norma suprema del 
ordenamiento jurídico. Ninguna 
otra norma puede contravenir 
sus disposiciones.

Resoluciones administrativas, 
instructivos, circulares y otras 
disposiciones de carácter general 
dictadas por órganos administrativos.

Emitidas por Ministras y 
Ministros de Estado.

Emitidas por Ministras y 
Ministros de Estado en el 
ámbito de su competencia.

CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL 

ESTADO

TRATADOS Y CONVENIOS 
INTERNACIONALES

DECRETOS SUPREMOS

RESOLUCIONES SUPREMAS

DECRETOS PRESIDENCIALES

MAYOR 
JERARQUÍA

MENOR 
JERARQUÍA

RESOLUCIONES MINISTERIALES

NORMAS ADMINISTRATIVAS

LEYES

1

2

3

4

5

6

7

8
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que las normas propias de los pue-
blos indígenas no están “debajo” de 
las leyes civiles ordinarias, sino que 
coexisten en un nivel de igualdad je-
rárquica bajo la Constitución.

Así, dentro de un TIOC autónomo, 
como Charagua Iyambae o el TIM, su 
estatuto autonómico se sitúa en la 
parte alta de su propia pirámide te-
rritorial, permitiendo que definan sus 
propias formas de administrar justi-
cia y sancionar la violencia de género, 
siempre que no se vulneren derechos 
fundamentales.

En el marco del acceso a la justicia 
para las mujeres indígenas, la deter-
minación de la norma aplicable exige 
un análisis profundo que trascienda 
la mera jerarquía legal, fundamentán-
dose en los principios de favorabili-
dad y especialidad.

El principio de especialidad permite 
que las normativas autonómicas y los 
sistemas de la JIOC actúen con pre-
eminencia en el territorio, al ser los 
que mejor recogen la realidad cultu-
ral y los mecanismos de restauración 
del equilibrio comunitario, como el 
“componerse” o la justicia restaurati-
va. 

Por su parte, el principio de favorabi-
lidad obliga a las autoridades a apli-
car, entre el abanico de normas de 
la interlegalidad (Ley 348, convenios 
internacionales o normas propias), 
aquella que garantice la protección 
más amplia de los derechos de la víc-
tima y evite su revictimización. 

Este análisis es crucial para superar 
la visión de la JIOC como una simple 
“instancia de tránsito” y transformar-
la en una jurisdicción activa que, res-
petando los límites de delitos graves 
reservados a la justicia ordinaria, em-
plee su legitimidad territorial para 
abordar las causas estructurales de la 
violencia de género de manera inte-
gral y culturalmente pertinente.

En esa línea, se reconoce la potestad 
de las AIOC y de las mujeres líderes 
y organizadas de las comunidades 
para incidir en la elaboración de nor-
mativas propias que recojan sus pro-
blemáticas de violencia particulares, 
con los matices que existen en cada 
comunidad, relacionados con los ni-
veles de postergación de derechos 
esenciales a nivel general y, en con-
creto, en relación con la identidad de 
género en medio de sistemas de rela-
ciones patriarcales de poder.

Tenemos así que lo clave en este mo-
mento histórico —en el que ya se ha 
incluido en la estructura estatal la 
figura de las autonomías indígena 
originario campesinas, a la par que 
las de corte municipal, departamen-
tal y regional—, viene a ser proponer 
una reestructuración de la justicia en 
la que las leyes autonómicas de los 
contextos indígenas puedan inspirar-
se en reivindicaciones de derechos 
universales y aplicables a problemá-
ticas que comparten grupos sociales 
oprimidos, pero que recojan también 
sus necesidades concretas así como 
sus propuestas de buenas prácticas 
culturales de prevención, atención y 
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reparación, en el caso del derecho a 
una vida libre de violencias como de-
recho fundamental.

En ese campo, un ejercicio vital de 
autonomía o autodeterminación para 
las mujeres indígenas será poder de-
finir quién, cómo y con qué sanciones 
y respuestas debe encarar las dinámi-
cas de violencia en sus territorios pro-
pios, ya sean estas de corte estructu-
ral, directo o cultural.

Al abordar la violencia sexista y de 
género, en sus diversas manifesta-
ciones y matices, que incluyen la in-
terseccionalidad, las preguntas clave 
para replantearse leyes vinculadas 
a la resolución de conflictos y erra-
dicación de violencias deberán girar 
en torno a establecer quiénes son las 
autoridades o instancias comunales 
llamadas a resolver las problemáticas, 
qué aspectos concretos y tipologías 
de violencias son las que se deben 
manejar y conocer, con qué recursos 
y abordajes o enfoques y procedi-
mientos y, finalmente, cómo puede 
garantizarse un acceso efectivo a la 
justicia reparativa en todo este pro-
ceso, teniendo en cuenta las prácticas 
ancestrales más constructivas que los 
propios pueblos indígenas originario 
campesinos han venido aplicando 
históricamente. Sobre todo, tomando 
en cuenta la visión de las mujeres en 
esos campos. 

De lo que se trata, entonces, es de 
definir cómo la JIOC puede asumir 
la competencia de prevenir y aten-
der las violencias contra las mujeres y 

niñas, especialmente en el marco de 
las dimensiones de la interlegalidad, 
siendo por ello fundamental definir 
hasta dónde llega la competencia de 
la JIOC en el abordaje de la violen-
cia, desde una mirada estratégica. Es 
decir, viendo si en las normas y pro-
cedimientos propios se contemplan 
elementos ligados a la prevención, 
atención, reparación y sanción, que 
concretan un acceso efectivo a la jus-
ticia para las víctimas o, por el con-
trario, suscitan mayor impunidad o 
incluso revictimización o estigma. 
 
En ese camino, es fundamental cono-
cer desde las instancias de justicia in-
dígena qué temas saca a la luz la Ley 
348 respecto de la cultura machista y 
qué va más allá de la violencia con-
creta, y se refiere a la violencia estruc-
tural que afecta a las mujeres indíge-
nas en su proyecto territorial de vida, 
en tanto integrantes de una comuni-
dad o de un territorio afectado por un 
modelo de desarrollo no sostenible. 
Y es en esos campos donde también 
aparecen las tensiones de la interle-
galidad, que, más allá de servir para 
interpelar usos y costumbres que se 
definen como  violentas, vulnerado-
ras de derechos humanos y sexistas o 
de dominación, sirven para interpe-
lar las autorizaciones judiciales arbi-
trarias y las interpretaciones legales 
sesgadas que permiten fenómenos 
como los avasallamientos o acuerdos 
de explotación medioambiental que 
afectan la vida de las comunidades, 
desde la justificación de la promo-
ción del desarrollo económico favo-
rable para toda la colectividad.
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Nudos clave y estrategias 
de abordaje de las 
violencias en las AIOC de 
tierras bajas priorizadas

Del análisis colectivo de las dinámi-
cas de violencia directa y estructural 
que viven las mujeres de las AIOC del 
TIM, Charagua, Huacaya y Kereimba 
Iyaambae, se desprende la identifica-
ción de cuatro nudos problemáticos 
a la hora de encontrar marcos refe-
renciales de abordaje de las violen-
cias hacia las mujeres indígenas. 
 
Estos son los siguientes: 

l.	 El nudo de la violencia 
ejercida por las propias 
autoridades autonómicas

Este nudo se relaciona con una pre-
gunta esencial: ¿cómo es posible en-
carar la violencia hacia las mujeres te-
niendo en cuenta que el objetivo de 
la AIOC es gestionar y decidir libre-
mente lo que se requiere para vivir 
mejor en el territorio, especialmente 
si hay autoridades electas que den-
tro de ese sistema justamente con-
tradicen sus principios y practican la 
violencia de género o la encubren? 
Este nudo insta a que las mujeres de 
los territorios asuman el reto de pro-
blematizar y redefinir qué supone 
la autonomía para las mujeres en el 
marco del ejercicio de sus derechos 
políticos, económicos, sociales y cul-
turales mismos. Ese replanteamien-

to debe promover a formular qué es 
conveniente construir en el territorio 
en materia de respuesta a necesida-
des básicas (supervivencia, identidad, 
libertad). Asimismo, supondrá ver 
cómo se puede trabajar en la pos-
tergación histórica de sus derechos 
esenciales a la participación y al ejer-
cicio de liderazgos.

m.	 El nudo de la crisis de la 
interlegalidad

En este punto se plantea la posibili-
dad estratégica de trabajar la preven-
ción desde una ley autonómica, enfo-
cándose en el componente de la Ley 
348 y creando un sistema de respues-
ta desde la prevención que se sume 
al de atención. 

Al momento, existe una falta de in-
formación sobre los contenidos, al-
cances, objeto y tipologías de violen-
cia de la Ley 348, lo que revelaría sus 
posibilidades o márgenes de acción. 
Tampoco hay instancias estatales 
presentes en los territorios encarga-
das de responder a las denuncias o 
atender la ruta crítica de la violencia, 
ni se ha realizado desde la JIOC un 
barrido o recojo sistemático de bue-
nas prácticas culturales en casos de 
violencia que se asocian a la preven-
ción y reparación. El problema es ver 
hasta dónde tiene competencia cada 
jurisdicción, pero no solo en términos 
de reconocimiento legal con base en 
una Ley de Autonomías, sino en fun-
ción de sus capacidades de respuesta 
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a cada problemática ligada a un ejer-
cicio específico de violencia. 

De igual modo, se debe tomar en 
cuenta la adopción de valores y en-
foques que cambian las perspectivas 
culturales, pues incluyen críticas so-
ciales que interpelan valores propios 
de culturas tradicionalmente machis-
tas, poniendo en cuestionamiento 
normas propias de resolución o in-
visibilización de dinámicas vulnera-
doras de derechos. Desde otro punto 
de vista, se pueden rescatar prácticas 
restaurativas en otros sistemas de 
justicia y que regulan positivamente 
la convivencia cercana y comunitaria. 

El nudo de la interlegalidad es, por 
lo tanto, el elemento que pone en la 
mesa de discusión la capacidad de 
la JIOC de legislar y asignar compe-
tencias para la prevención, al mismo 
tiempo que se resuelve el problema 
de la ausencia de recursos y de la 
coordinación efectiva con las instan-
cias de justicia ordinaria y servicios 
del Estado.

n.	 El nudo de la violencia 
estructural

Las mujeres son sometidas a violen-
cias por el sistema estatal de servicios 
en lo educativo, económico y de sa-
lud, pero también lo son en la praxis 
de la violencia política encubierta 
desde autoridades locales, manifes-
tada en la poca valoración a su capa-
citación y crecimiento en el ámbito 
de derechos y autonomía. Esta forma 

de violencia se asocia con el acceso 
limitado a la información sobre dere-
chos y procedimientos, la falta de ins-
tancias de contención, la no identifi-
cación de la violencia, la dependencia 
económica, la falta de recursos eco-
nómicos para el desarrollo social y la 
inexistencia de convenios para res-
ponder a los casos de violencia, en 
una lógica de interlegalidad. 

Asimismo, para las mujeres, dado que 
la autonomía y el GAIOC se relacio-
nan con “bien vivir y “darse sus pro-
pias normas”, según su vivencia, en 
respuesta a los grados históricos de 
postergación y exclusión que han ex-
perimentado, la necesidad de servi-
cios en el territorio y su sostenimien-
to (educación, salud, no violencia, 
producción) son lo que refuerza la 
oportunidad de desligarse de un mo-
delo municipalista y experimentar 
con propuestas propias, con recursos 
optimizados.

Asimismo, en los territorios de las 
AIOC se evidencia la aparición de 
situaciones de violencia estructural 
(políticas de Estado, modelos extrac-
tivos) relacionadas con formas de 
violencia directa, a través de la vin-
culación entre la matriz extractivista 
posicionada en las tierras bajas y la 
discriminación histórico-estructural 
por género y etnia. En estas regiones, 
el modelo se manifiesta primordial-
mente en el agronegocio, la expan-
sión de la frontera agrícola y, de forma 
creciente, la exploración de hidrocar-
buros.  
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Se puede ver que el extractivismo 
(minería, hidrocarburos, agroindus-
tria) opera como un motor de despojo 
territorial, creando una profunda vul-
nerabilidad ambiental, que aumenta 
las otras vulnerabilidades que afec-
tan a las mujeres indígenas, ya que las 
actividades extractivas contaminan 
fuentes de agua y suelos, alteran ci-
clos productivos y provocan el des-
plazamiento forzado, actuando como 
un factor multiplicador de violencia 
de género y étnica. Así, la lucha por 
la justicia ambiental y la autodeter-
minación territorial es, para las mu-
jeres indígenas, una lucha intrínseca 
por sus derechos humanos y una vida 
libre de violencia estructural.

o.	 El nudo del déficit 
presupuestario

El escaso presupuesto asignado a los 
GAIOC dificulta contar con instancias 
de defensa como el SLIM, que ha sido 
el camino elegido mediante conve-
nio en las autonomías de conversión 
municipal.  

Asimismo, en las autonomías indíge-
nas con base territorial, también se ha 
planteado captar recursos para enfo-
carse en la prevención desde la JIOC, 
creando un sistema de respuesta pre-

ventivo propio, que complemente la 
atención.

En esa línea, sin embargo, desde las 
autoridades de los GAIOC se sostie-
ne que la violencia contra las mujeres 
no es una prioridad en la elaboración 
y ejecución presupuestaria. Esta po-
sición revela la estructuralidad de la 
violencia machista y el dilema entre 
posicionar la lucha contra la violencia 
de género, como una temática urgen-
te, atender otros derechos específi-
cos de las mujeres en contextos de 
pobreza y vulnerabilidad, o centrarse 
en desarrollar estrategias de avance 
económico o productivo que favorez-
can más bien la sobrevivencia básica 
de los y las integrantes de los PIOC 
que permanecen en sus territorios.  

Esta disquisición es importante por-
que vincula el autogobierno con la 
efectividad de concretar políticas 
sociales sin recortes a temas de con-
vivencia esenciales, en contextos co-
munales en los que la vida armónica 
se enarbola como principio.

El Cuadro 7 resume los desafíos que 
el nudo referido al presupuesto pre-
senta en el contexto que relaciona 
violencias y enfoque de género en las 
AIOC:
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Cuadro 7. Desafíos estructurales y su interpelación desde la visión de las mujeres 
de las AIOC

Desafío estructural de la prioridad Rol de la JIOC en la interpelación

Dilema de pobreza y vulnerabilidad. En 
contextos de postergación y pobreza, 
se presenta el dilema de qué es mejor 
postergar: la violencia u otros derechos 
básicos (supervivencia, territorio, salud, 
educación). Esto muestra que la violencia 
machista es estructural.

Interpelación a autoridades y usos y 
costumbres: La JIOC y las autoridades 
originarias deben considerar la violencia 
como un problema clave, “cuestionar” 
(interpelar) los usos y costumbres y la 
cultura machista, y reconocer que la 
violencia no es natural.

Violencia en servicios: Las mujeres viven 
y evidencian la violencia en la carencia 
de servicios (falta de bus escolar, maltrato 
en centros de salud, inexistencia de 
medicamentos en postas sanitarias, 
inexistencia de convenios de atención en 
salud obstétrica y materno infantil con 
hospitales municipales).

Presión por redefinición de prioridades: 
El rol de las mujeres lideresas en la 
estructuración de la JIOC es demandar 
a los GAIOC que reconozcan este tema 
como clave y que vean la necesidad de 
ampliar los recursos (según el Censo 
2024) y mantener lo asignado al SLIM. 
La JIOC debe ser el espacio donde se 
defina una autonomía que repare la 
postergación histórica de derechos y los 
efectos de la violencia sistemática.

Fuente: Elaboración propia.

Propuestas y estrategias 
de respuesta

La formulación de las propuestas y 
estrategias de respuesta que a con-
tinuación se presentan ha sido el re-
sultado de la aplicación de una meto-
dología de interaprendizaje entre las 
mujeres del TIM, Charagua, Huacaya y 
Kereimba Iyaambae, quienes realiza-
ron un ejercicio de memoria histórica 
y jurídica, durante los dos encuentros 
de validación e intercambio realiza-
dos en Santa Cruz en 2025.

El proceso se desarrolló en tres eta-
pas vivenciales, las que incluyeron: 

Un mapeo de las violencias exis-
tentes y su resolución: A través 
de los papelógrafos, las mujeres 
identificaron los puntos ciegos 
de la “ruta crítica” estatal. Rela-
taron cómo el tener que viajar 
largas distancias hacia los SLIM 
urbanos o enfrentarse a fiscales, 
que no hablan su idioma, se con-
vierte en una segunda forma de 
violencia. Esta vivencia de aban-
dono estatal fue el motor para 

1.
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proponer soluciones desde su 
propio autogobierno.
Un análisis del ejercicio de la 
autoridad: Se debatió con auto-
crítica el rol de las autoridades 
indígenas. Las mujeres compar-
tieron testimonios sobre cómo, 
en ocasiones, la búsqueda de 
“armonía comunal” termina si-
lenciando agresiones graves. De 
esta reflexión nació la necesidad 
de crear protocolos de actuación 
interna que den seguridad a las 
autoridades, pero que pongan la 
vida de las mujeres como priori-
dad absoluta.
Identificación de fortalezas te-
rritoriales: Se destacó el rol de 
las promotoras y las corregidoras 
como figuras que están resolvien-
do conflictos en la práctica, aun-
que no tengan el respaldo formal 
del Estado. Las propuestas, por 
tanto, buscan legalizar lo que ya 
funciona en el territorio.

La sistematización de estas propues-
tas representa una reapropiación de 

la autonomía y, como bien señalan las 
mujeres en los encuentros, no se tra-
ta de “salirse de la ley”, sino de hacer 
que la Ley 348 deje de ser una hoja 
de papel ajena y se convierta en una 
herramienta viva, manejada de acuer-
do con su propia cultura y realidad 
vivencial y contextual.

Todo ello fue finalmente recogido en 
la elaboración de un manifiesto, me-
diante el cual las mujeres que asisten 
a los encuentros expresaron su preo-
cupación por las barreras en el acceso 
a la justicia y las amenazas de ciertos 
actores políticos contra sus derechos 
adquiridos como pueblos indígenas 
(Anexo).

A nivel de propuestas, entonces, las 
mujeres de los territorios autonómi-
cos de tierras bajas destacaron que, 
en el marco de definición de qué ca-
minos tomar para encarar las violen-
cias desde la aplicación de su autono-
mía plena a nivel normativo, podrían 
destacarse las que se recogen en el 
siguiente esquema:

2.

3.
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Cuadro 8. Propuestas de desarrollo normativo para la prevención y atención de 
violencias en los territorios indígenas autonómicos de Mojos y del Chaco

AIOC
Propuesta de abordaje de 

los casos de violencia contra 
mujeres y niñas

Acciones clave

Huacaya / 
TIM

Elaborar y aprobar una 
ley autonómica de justicia 
indígena que contemple 
normas y procedimientos 
propios.

Impulsar, desde el Gobierno Indígena 
Originario Campesino (GIOC) de 
Huacaya y el GIA TIM, la redacción y 
aprobación de una ley autonómica que 
regule la justicia indígena en casos de 
violencia. 

Huacaya/
TIM/ 
Kereimba 
Iyaambae/ 
Charagua

Atender casos en el marco de 
la autonomía indígena y sus 
estatutos.

Aplicación de las leyes autonómicas de 
acuerdo con los usos y costumbres de 
la comunidad y ancestrales, siempre en 
el marco del Estatuto Autonómico.

Huacaya
Atención integral combinada 
(justicia indígena + marco 
legal autonómico).

Instancias de acompañamiento (GIOC 
Huacaya): Dos autoridades de justicia, 
Servicio Legal Integral Municipal (SLIM), 
apoyo de autoridades comunales, 
promotoras y la comunidad en general. 
Derivación de casos graves (ej. 
violación, feminicidio) a la justicia 
ordinaria en Macharetí.

Kereimba 
Iyaambae

Enfoque en usos y costumbres 
y valores ancestrales.

El SLIM debe trabajar de manera 
coordinada con las autoridades de la 
comunidad en base al Estatuto.

TIM
Procedimiento propio por 
autoridades comunales 
(mientras se aprueba la ley).

Casos de violación (hasta tener la 
ley) serán atendidos por autoridades 
comunales. Se debe articular un 
protocolo de derivación a Macharetí o 
Charagua de casos graves en el corto 
plazo.

Fuente: Elaboración propia, con base en los debates sostenidos en los encuentros de vali-
dación e intercambio.

En el marco del fortalecimiento insti-
tucional y la reducción de brechas, las 

propuestas fueron las siguientes:
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Cuadro 10. Acciones estratégicas de incidencia social y política para responder 
a la problemática de las violencias interseccionales

AIOC Actividad prioritaria Objetivo

Kereimba
Campaña integral de 
prevención y rescate de 
valores.

•	 Socialización y sensibilización sobre 
el derecho de las mujeres y niños a 
vivir una vida sin violencia. 

•	 Rescatar y revalorizar los usos y 
valores culturales que protegen a 
mujeres y niñas.

Huacaya, TIM, 
Kereimba y 
Charagua

Interés y acción gubernamental
•	 El GIA TIM exige mayor interés y 

acción del gobierno en el tema de 
mujeres.

Fuente: Elaboración propia con base en los diálogos sostenidos en los encuentros de 
intercambio entre mujeres de las cuatro AIOC.

Cuadro 9. Propuestas de abordaje para fortalecer la respuesta a las violencias como 
delito en los territorios indígenas

AIOC Desafío/Necesidad Propuesta de fortalecimiento

Kereimba
Debilidad institucional del 
SLIM y falta de coordinación 
con autoridades de género.

•	 Actualización e implementación 
del SLIM: Dotar de mayor fuerza, 
recursos y capacidad de acción. 

•	 Coordinación permanente con 
las autoridades de género de las 
capitanías (central y comunal).

Charagua 
Atención especializada y 
reducción de brechas de 
desigualdad.

•	 Implementación de un equipo 
multidisciplinario (cargo del 
GAIOC de Charagua): Para el 
acompañamiento de casos en todo 
el territorio. 

•	 Apoyo: Coordinación y respaldo de 
la Murubicha de Género Comunal y 
Zonal para toda la entidad.

General Atención culturalmente 
pertinente

•	 Garantizar que los equipos de 
atención hablen el idioma indígena. 

•	 Acortar brechas de desigualdad de 
género.

Fuente: Elaboración propia, con base en las propuestas recogidas en los encuentros de 
intercambio.

destacaron como posibles salidas las 
siguientes:

En materia de prevención, socializa-
ción y sensibilización las mujeres lí-
deres y autoridades de los territorios 
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Finalmente, en el campo de estrate-
gias de respuesta, de los encuentros 
de intercambio entre mujeres de las 
diversas AIOC convocadas, se resca-
taron como fundamentales: 

p.	 Las estrategias de 
interlegalidad y articulación

La interlegalidad se presenta como 
un campo de tensión, pero también 
de oportunidad para crear un sistema 
de respuesta más efectivo, especial-
mente porque la JIOC ya ha acumula-
do experiencia en el ejercicio del po-
der público colectivo y puede definir, 
con base en su relacionamiento con 
ambos sistemas de respuesta, qué 
elementos de un orden normativo 
sirven y se adecúan a sus necesidades 
contextuales y cuáles otros no tienen 
un resultado efectivo.

q.	 Las estrategias de 
fortalecimiento de la 
prevención: El rol de las 
promotoras comunitarias

El enfoque en la prevención se con-
sidera el más efectivo por su énfasis 
en la sensibilización en torno a la 
violencia y la socialización de sus ti-
pologías (Ley 348). 

En ese mismo contexto está el impul-
so al rol de las promotoras comuni-
tarias, como agentes clave de la JIOC 
para llevar esta estrategia al territorio, 
contrarrestando la falta de recursos y 
la lejanía de las instancias judiciales 

ordinarias. El rol de las promotoras 
va más allá de la simple difusión de 
información, ya que actúan como en-
laces entre la justicia propia y la ex-
terna, asegurando una respuesta con-
textualizada en la aplicabilidad de la 
Ley 348, debido a que deben enten-
der los usos y costumbres, las realida-
des, coordinar con el SLIM para mo-
nitorear casos en las comunidades y 
ayudar a decidir cómo abordarlos. 

Las promotoras son además figuras 
clave para abrir e impulsar espacios 
de formación en temas de violencia 
y su desnaturalización, derechos, ESI 
(Educación Sexual Integral) y de parti-
cipación política porque han recibido 
capacitación y tienen el compromiso 
personal de su difusión y réplica.

Al estar empoderadas en liderazgo, 
violencia, derechos y participación, se 
crea un paralelismo entre su proceso 
personal y la acción colectiva, por lo 
que el énfasis debe ser puesto en el 
trabajo cualitativo y en aumentar el 
número de promotoras como figu-
ras clave para concientizar sobre las 
violencias como delito punible y so-
cializar formas de prevención y aten-
ción, asegurando que estas transmi-
tan el conocimiento en lo territorial y 
contribuyan a redefinir la autonomía 
como una respuesta a la postergación 
histórica de derechos.

Por tanto, es clave plantear que los 
estatutos autonómicos reconozcan 
a las promotoras comunitarias como 
agentes oficiales de prevención y au-
xilio. Esto permitiría que sus informes 
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tengan validez probatoria inicial y 
que el GAIOC destine presupuesto 
propio para su equipamiento y mo-
vilidad, subsanando la histórica au-
sencia de los SLIM en comunidades 
alejadas.

Al respecto, es importante también 
no perder de vista la burocratización 
que existe para reconocer a una mu-
jer como promotora comunitaria, que 
se relaciona con la obligatoriedad de 
atravesar por un proceso de capacita-
ción y certificación. 
 



Autonomía, justicia y derechos: 
Mujeres indígenas de las tierras bajas de Bolivia y la implementación de la Ley 348 en los 
Gobiernos Autónomos Indígenas 

64

Considerando los puntos desarrolla-
dos, podemos decir que la investiga-
ción sobre la Ley 348 y su implemen-
tación en los cuatro contextos de las 
autonomías indígenas de las tierras 
bajas explorados destaca como ele-
mentos fundamentales:

1.	 La tensión existente entre auto-
nomía y derechos de las mujeres:

•	 El avance en el reconocimiento de 
las Autonomías Indígenas Origina-
rio Campesinas (AIOC) constituye 
un hito para la democracia inter-
cultural boliviana, pero plantea 
el desafío de integrar de manera 
efectiva los derechos de las muje-
res indígenas, especialmente en lo 
que a la erradicación de la violen-
cia se refiere, en sus sistemas de 
autogobierno y justicia.

•	 Persiste una cultura machista en 
los marcos orgánicos de actuación 
que limita la participación plena, 
el ejercicio de liderazgos y la con-
solidación de los derechos territo-
riales y de autonomía de las muje-
res indígenas de tierras bajas.

2.	 La existencia de la violencia de 
género como problema intersec-
cional y estructural

•	 Las mujeres indígenas experimen-
tan una vulnerabilidad acumulada 
(interseccionalidad) resultante de 
la superposición de opresiones li-
gadas a su género, etnia y clase.

•	 La violencia que enfrentan es mul-
tidimensional, manifestándose 
como:

	- Violencia directa (agresiones 
físicas, feminicidios) en el ám-
bito doméstico y comunitario.

	- Violencia estructural (exclu-
sión económica, racismo, ba-
rreras lingüísticas, falta de 
acceso ha servicios básicos 
como salud y educación).

	- Violencia cultural (patriarca-
do, prejuicios) que legitima y 
naturaliza las violencias direc-
ta y estructural.

•	 El racismo estructural y la percep-
ción de la justicia estatal como 
ajena limitan el acceso efectivo de 
las mujeres indígenas a la justicia 
ordinaria.

Conclusiones
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3.	 La tensión entre avances norma-
tivos y brechas en su implemen-
tación

•	 Existe un marco normativo robus-
to —tanto internacional (Conven-
ción de Belém do Pará, Convenio 
169 de la OIT) como nacional (CPE, 
Ley 348, Ley 073 de Deslinde Juris-
diccional)—, que obliga al Estado 
ha garantizar el derecho ha una 
vida libre de violencia para las mu-
jeres indígenas.

•	 Los Estatutos Autonómicos de los 
GAIOC (Charagua, Huacaya, Kere-
imba Iyaambae y TIM) han dado 
pasos significativos al incluir prin-
cipios de paridad, equidad de gé-
nero y protección contra la violen-
cia en sus estructuras de gobierno.

•	 Sin embargo, existe una marcada 
discordancia entre el reconoci-
miento formal de estos derechos y 
la aplicación efectiva de la norma-
tiva, con una “ausencia palpable 
del Estado” en la protección en las 
comunidades.

4.	 La existencia de desafíos en la 
ruta de la justicia y coordinación 
intercultural

•	 La Ley de Deslinde Jurisdiccional 
(Ley Nº 073) prohíbe la concilia-
ción y excluye ha la Justicia Indí-
gena Originaria Campesina (JIOC) 
de juzgar delitos graves como vio-
lación o feminicidio, remitiéndolos 
a la justicia ordinaria.

•	 El modelo de justicia restaurativa 
indígena (“componerse”) es valio-
so para la cohesión social, pero 

se considera inviable y peligroso 
como única respuesta a la violen-
cia de género grave, chocando con 
las normativas nacionales.

•	 Los principales obstáculos en la 
ruta de la justicia son la ausencia 
de instancias judiciales cercanas 
(obligando ha viajar sin recursos), 
la falta de coordinación real entre 
la justicia ordinaria y la JIOC, la li-
mitación de recursos en instancias 
de atención (SLIM) y la percepción 
de que la justicia ordinaria es inac-
cesible para las personas pobres.

5.	 La identificación de algunas estra-
tegias de transformación: Preven-
ción y promotoras de derechos

•	 La estrategia inmediata más efec-
tiva para abordar la violencia es la 
prevención, con un fuerte énfasis 
en la sensibilización, la educación 
(incluida la ESI) y la apropiación 
profunda de la Ley 348 en los te-
rritorios, que puede impulsar a ge-
nerar e implementar normativas 
autonómicas indígenas propias 
destinadas a efectivizar la lucha 
contra las violencias en cada con-
texto. En el marco de la atención, 
se podría rescatar prácticas cultu-
rales terapéuticas y de contención 
que contribuyan a generar resi-
liencia en las víctimas, que podrían 
socializarse y difundirse en el mar-
co de la interculturalidad. 

•	 El rol de las promotoras de dere-
chos se posiciona como una figura 
esencial en la primera línea de ac-
ción, actuando como enlaces clave 
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entre la justicia propia y la externa, 
impulsando la formación y contri-
buyendo a redefinir la autonomía 
como una respuesta a la posterga-
ción histórica de derechos.

En suma, el desarrollo de la investi-
gación recogida en estas páginas ha 
destacado sobre todo la necesidad 
de reposicionar el análisis de la auto-
nomía indígena como un campo de 
oportunidad de transformación in-
tercultural, donde el fortalecimiento 
de los GAIOC representa una oportu-

nidad histórica para redefinir el acce-
so a la justicia desde la interlegalidad 
y la acción social y política de las mu-
jeres indígenas.

El desafío central en este ámbito será 
no solo aplicar la Ley 348, sino enri-
quecerla con normativas autonómi-
cas propias que integren prácticas 
culturales de resolución de conflicto 
y de restitución del equilibrio comu-
nitario, superando la visión de la justi-
cia indígena como una mera instancia 
de tránsito hacia la justicia ordinaria.
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